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El Estado colombiano ha tenido que soportar en los últimos 20 años demasiadas demandas 
en su contra y pagar cuantiosas condenas a causa del daño antijurídico que cometen las entidades 
estatales a través de los funcionarios públicos, ya sea ocasionado por acción u omisión, con culpa 
leve, grave o con dolo. Durante los años 2011 y 2015 el Estado fue condenado 49.467 veces, y 
por ello se ha visto obligado a pagar la suma de 4 billones de pesos, lo que representa un gran 
costo para el presupuesto general de la nación. 
Para la recuperación de ese patrimonio público, el Estado dispone de la figura de la acción 
de repetición que surge tras la promulgación de la  constitución política de 1991, y cuyo marco 
normativo recae en la ley 678 de 2001, no obstante se ha visto cómo se han incrementado las 
condenas desfavorables sin que la repetición cumpla su finalidad de recuperar el dinero público y 
llenar el vacío fiscal que producen dichas condenas, tornándose ineficaz la figura de la repetición 
en Colombia. 
Ante esta problemática, era notable que la defensa judicial del Estado estaba fallando, por 
lo cual, en el año 2011 se creó un sistema de defensa jurídica estatal  integrado, encabezado por 
la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado para poder evitar el daño antijurídico y 
disminuir ese gran costo fiscal, pero a pesar de esto, se ha hecho poco por recuperar ese dinero, 
pues de los 4 billones de pesos pagados en condenas, el Estado solamente ha hecho el intento de 
recuperar 890.769 millones de pesos, esto es, que ha iniciado la respectiva acción de repetición, 
pero aun así, en la jurisdicción contencioso administrativas, las que prosperan en favor del estado 
son menos del 5%. 
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Por lo tanto se debe efectuar el siguiente interrogante: ¿cómo mejorar la figura de la acción 
de repetición en Colombia desde el sistema de defensa jurídica del Estado para una eficaz 
recuperación del patrimonio público? 
Se propone entonces, brindar una solución para mejorar la ineficaz acción de repetición 
desde la institución encargada de velar por la defensa jurídica de la nación, la cual es todo el 
sistema integrado de defensa jurídica de la nación representado por la ANDJE y en el que 
participan los comités de conciliación y defensa judicial de las entidades públicas, así, el 
resultado de esta investigación contribuirá a la optimización de esa defensa enfocada en la acción 
de repetición la cual tendrá un impulso que permita llevar a cabo los fines para los que fue creada 
y permitir una eficaz recuperación del patrimonio público. 
Con esto, los beneficiados de esta investigación serán el gobierno nacional, quien a través 
del ministerio de justicia y la agencia nacional de defensa jurídica del Estado se encarga de la 
gerencia jurídica publica y el desarrollo e implementación de sus políticas; las entidades 
públicas, que a través de un buen ejercicio de la acción de repetición, podrán recuperar gran parte 
del patrimonio que ha sido gastado en condenas; y toda la comunidad colombiana, ya que si las 
entidades recuperan un poco más los dineros públicos, estas presentaran mejorías en el 
cumplimiento de su servicio en los respectivos sectores, como en salud, educación, seguridad, 
entre otros. 
Para llevar a cabo este estudio, el presente trabajo adopta una forma predominantemente 
investigativa y explicativa desde una óptica socio-jurídica, la cual se desarrolla en un enfoque 
cualitativo, en el que se enuncian las características de cada uno de los conceptos a tratar, 
recurriendo a fuentes primarias tales como la revisión del material bibliográfico y documental. 
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En principio, se contextualizará el tema a tratar el cual es la acción de repetición; por lo 
tanto, en el primer capítulo se analizará lo concerniente a los antecedentes históricos de la acción 
de repetición, su evolución y los aspectos que la caracterizan, además se establecerán 
brevemente las principales falencias que estudiosos de este tema han establecido en torno a la 
repetición.  
Seguidamente en el capítulo segundo se analizará el Sistema Integrado de Defensa Jurídica 
del Estado que es por medio del cual se le brindará la solución a la problemática de la ineficacia 
de la acción de repetición; allí igualmente se contextualiza esta figura, su desarrollo en nuestro 
país, la experiencia internacional, y se estudiaran las funciones generales de las instituciones que 
integran este sistema, las cuales son la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
(ANDJE) y los Comités de Conciliación y Defensa Judicial de las Entidades Públicas.  
Ya en el tercer capítulo, se analizará la relación entre el sistema de defensa jurídica del 
Estado y la acción de repetición, es decir, se estudiaran las funciones de la ANDJE y comités de 
conciliación de las entidades, específicamente en materia de repetición para dilucidar cuales son 
las falencias de estas dos instituciones en ese aspecto, y así establecer la propuesta de 










La acción de repetición en Colombia, su evolución, funcionamiento y principales falencias 
 
El análisis de la figura de la acción de repetición es el eje central de la presente 
investigación, dado que es el medio de control que presenta más falencias,  debido a la ineficacia 
del Estado al momento ejercer esta acción contra los agentes que por su acción u omisión han 
obligado al Estado colombiano a pagar cuantiosas sumas de dinero. 
Esta situación ha ocasionado primero, que la finalidad de esta acción no esté siendo 
cumplida y segundo, ha generado la imposibilidad de recuperar el patrimonio y de disminuir los 
casos de responsabilidad del Estado al responsabilizar a los agentes que no actúan conforme a 
sus obligaciones como representantes del Estado. De esta manera, el objetivo del presente 
capitulo es investigar la evolución de la acción de repetición para determinar las causas por las 
cuales la acción de repetición no ha cumplido con su objetivo. 
La estructura del presente capitulo se desarrolla abordando, en primer lugar, los 
antecedentes históricos de la repetición, enfocándose en su origen; en segundo lugar, se analizará 
la figura de la responsabilidad extracontractual del Estado,  lo cual a lo largo de su periplo vital 
tiene varias etapas, hasta crearse la noción de responsabilidad de los funcionarios públicos; y por 
último, se estudiará el desarrollo que ha tenido esta figura en Colombia hasta que se adopta la 
acción de repetición en nuestra legislación a partir de la ley 678 de 2001; finalmente, se 
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1.1 Desarrollo histórico de la responsabilidad del Estado y de sus agentes. 
 
Se entiende la responsabilidad como el deber u obligación de una persona ya sea jurídica o 
natural, de un acto omisión o hecho antijurídico que es lesivo para un interés legítimo. Esta 
responsabilidad en materia administrativa se genera en personas jurídicas públicas que ejercen su 
actividad a través de personas naturales a las cuales se les llama funcionarios públicos que 
ocasionen un daño antijurídico a los particulares, el cual debe ser resarcido patrimonialmente. 
Para poder que el dinero que el Estado gasta a causa de ese daño antijurídico, vuelva a 
recuperarse, se declara la responsabilidad del funcionario público a través de la acción de 
repetición, entonces, de lo anterior, para conocer el contexto de la acción de repetición se hace 
necesario estudiar el avance que esta figura ha tenido históricamente. 
 
1.1.1. A nivel general  
 
A lo largo de la historia la forma de organización de los Estados ha cambiado, del Estado 
Absolutista, al Estado Social de Derecho, así  también ha variado su responsabilidad frente a sus 
actuaciones, debido a los cambios de concepciones y la intervención de éste en la sociedad. 
Es así como en el Estado Absolutista, al  monarca se le consideraba un enviado de Dios, el 
cual no debía responder por sus actuaciones irregulares, de tal manera que existía una 
exoneración absoluta de las conductas que realizaba el Estado ya que “quien detentaba el poder 
estatal estaba por encima de cualquier regulación jurídica” (Galindo, 2002, p.121). 
Esta concepción de ser el monarca enviado por Dios, es producto de la época, las 
concepciones y la visión del mundo que tenían las personas, las cuales ponían al monarca por 
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encima de las leyes y como consecuencia de esto, los hombres no detentaba la potestad para 
responsabilizar al Estado ya que solo Dios podía juzgarlo, de tal manera que como lo dijo Suarez 
(1995)“no se consideraba la idea de que alguna actuación de ese monarca que dominaba tal 
poderío y manejaba fácilmente a todos, pudiera causar un daño, menos aún, que ese daño fuera 
objeto de indemnización”. (Suárez, 1995, p.153) 
Esta irresponsabilidad no varió en el Estado Liberal, ya que al dejar la soberanía al pueblo, 
el Estado no intervenía en las actuaciones de sus asociados y al no actuar no generaba daño, por 
tal razón en estos periodos existía una irresponsabilidad del Estado frente a sus actuaciones. 
Esta irresponsabilidad encuentra sus límites en el desarrollo histórico del poder estatal, así, 
con la revolución industrial el Estado tuvo una mayor intervención en las actividades de sus 
asociados y como consecuencia un auge en la producción de daños que debían ser reparados, 
pues al no responsabilizarse de estos se contrariaba a la equidad y la justicia social que ya se 
predicaba en ese entonces (Irisarria, 2000, p. 89). 
Mostrando de esta forma un cambio de concepción radical, de la irresponsabilidad a la 
responsabilidad estatal,  sometiendo al poder público  desde este momento  a la normatividad 
jurídica, más concretamente al derecho civil; así  se evidencia, como lo dijo Galindo (2002): 
 
“Una tendencia moderna en la cual se reconoce que el Estado es una 
creación de la que se vale el hombre para desarrollarse, por lo que no es 
aceptable permitir que se cause un daño a un individuo en nombre de 
aquel”.  (Galindo, Op.Cit,  p. 121). 
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De tal manera que, se reconocen derechos y garantías a los individuos frente a las 
actuaciones irregulares de los servidores del Estado, brindado una mayor protección a la 
indemnidad personal. El Estado de esta forma,  reconoce su responsabilidad frente a hechos 
ilícitos cometidos por sus servidores, pero en esta primera etapa, el hecho perjudicial que 
provocaba el daño se debía reparar bajo la normatividad civil, como si se tratara de un conflicto 
entre particulares. 
Sin embargo, esta responsabilidad del Estado que se regía por la norma civil, cambió con el 
fallo de blanco proferido en Francia por el Tribunal de Conflictos  el 8 de febrero de 1873, 
porque es a partir de este momento donde se establece la necesidad de crear normas específicas 
que rijan la actividad del Estado, ya que este tiene un dinámica propia y condiciones especiales 
que no pueden ser reguladas por el Derecho Civil. 
Realizando una ruptura y diferenciación entre la responsabilidad derivada de los 
particulares y la responsabilidad que generaba el Estado, creando normas independientes con una 
dinámica propia que permite declarar responsable al Estado por sus actuaciones irregulares. 
Se amplió con esto la protección de los individuos, ya que no solo se indemnizaba bajo la 
concepción de causa y efecto, es decir, quien comete el hecho ilícito indemniza, por el contrario, 
con la concepción de  imputabilidad  se permitió proteger al individuo con base en normas 
generales de protección del Estado frente a sus asociados, así como también entro a regir el 
principio de igualdad de las cargas de los asociados. 
Después de lo ganado mediante el fallo Blanco en cuanto a la responsabilidad del Estado, 
hubo un largo tiempo donde prevalece la irresponsabilidad del funcionario público frente al 
mismo (Calderón, 2011), por ello surge la necesidad de que esa responsabilidad recaiga sobre los 
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propios funcionarios públicos, que en su actuar, ya sea a causa de su descuido o su voluntad, 
vulneraba los derechos de las personas. 
Por esta razón se profirió en el llamado fallo Laurelle del 28 de julio de 1951, también en 
Francia, en el cual se configuró que estos funcionarios debían responder, ya sea por la falta 
personal frente a terceros, o ya sea por la falta del servicio ante la administración, a raíz de esto 
se generó una nueva visión en la cual el agente estatal respondía solidariamente junto con el 
Estado, así, el funcionario respondía ante el Estado directamente o como consecuencia del 
llamamiento en garantía para así garantizar la indemnización a las víctimas, con este fallo, nace 
la concepción de repetición como es concebida hoy en día. (Soler & Jimenez, 2009). 
 
1.1.2. Responsabilidad del estado y de sus agentes a nivel nacional  
 
De la misma manera que la figura de la responsabilidad estatal evolucionó en el Estado 
francés, así mismo sucedió en Colombia, si bien el Consejo de Estado no fue en un principio la 
entidad pública que se encargaba de dirimir los conflictos entre los particulares y el Estado, estas 
funciones las cumplía la Corte Suprema de Justicia; así es de resaltar que la jurisprudencia sobre 
la responsabilidad del Estado y de sus funcionarios, varió dependiendo del ente público 
encargado de dirimir los conflictos. 
Es considerable  por lo tanto, realizar un análisis fraccionado de dos periodos importantes 
en la evolución de la responsabilidad estatal y de sus agentes, a saber: antes de la Constitución de 
1991 y después de la expedición de esta; lo cual nos permite comprender mejor su desarrollo 
histórico. 
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1.1.2.1. Antes de 1991. Como anotamos anteriormente,  la Corte Suprema de Justicia tuvo 
competencia hasta 1964 y era la encargada de declarar la responsabilidad del Estado, pero su 
actuar era considerado absolutamente exegético, de tal forma que solamente se declaraba la 
responsabilidad estatal si la norma así lo indicaba, es decir solo si se establecía allí el pago de 
una indemnización por la actuación cometida. 
Esta concepción exegética permitió establecer que la regla general en esta época se 
caracterizaba por la irresponsabilidad del Estado, siendo la excepción responsabilizar al Estado 
por las actuaciones irregulares (Galindo, Op.Cit, p. 121). Así dejaba por fuera del ámbito de 
aplicación casos en los cuales se cometían irregularidades y los individuos debían soportar tales 
situaciones porque en la norma no se indicaba el pago de una indemnización. De esta manera, tal 
como sucedió en el derecho francés, la irresponsabilidad del Estado se extendía al funcionario 
público. 
Esta noción sobre la responsabilidad del Estado y de los funcionarios al resultar 
insuficiente para proteger a los individuos hizo que a finales del siglo XIX, se empezaran aplicar 
las reglas de responsabilidad consagradas en el Código Civil, cambio que implicó una ruptura en 
la concepción que se maneja sobre la responsabilidad, ya que ahora la indemnización otorgada a 
los individuos por la responsabilidad estatal partía de los establecido en el Código Civil y no de 
su consagración expresa en una norma especial, ampliando de esta forma la obligación del 
Estado para con sus asociados. 
Así en el Código Civil se estatuían varias instituciones de responsabilidad, lo cual generó 
que al adecuarse estas instituciones de responsabilidad entre particulares al Estado se 
constituyeran diversas tesis: 
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1.1.2.1.1. Responsabilidad indirecta. Esta institución de responsabilidad consagrada en el 
Código Civil colombiano se encuentra regulada en los artículos 2347 y 2349, responsabilidad 
sobre el hecho ajeno. En este escenario son responsables por el hecho ajeno aquellas  personas 
que tienen que responder por los actos ilícitos de otros que están bajo su cuidado. 
Al ser esta regulación, la normatividad que regía las relaciones entre particulares, la Corte 
Suprema de Justicia adecuo dicho planteamiento a las actuaciones de los funcionarios estatales, 
quienes representaban la voluntad del Estado y por ende el Estado debía responder frente a los 
hechos dañoso que cometían, porque estos se encontraban bajo su cuidado. 
Esta responsabilidad deslinda al Estado de sus funcionarios, y crea  según Irisarria (2000) 
una “presunción según la cual la culpa de los agentes se proyecta en la persona jurídica quien 
será la responsable” (p.89), porque esta tiene el deber de escoger las personas idóneas para 
ocupar los cargos y  además debe vigilar su actuar.  
Nader (2010) opina que  este tipo de responsabilidad no realiza diferencia entre los cargos 
de  los agentes del Estado, de tal manera que estos deberán responder por las actuaciones 
realizadas en función o con ocasión de su cargo (p.57).  Así a pesar de existir entre los 
funcionarios y la entidad estatal una responsabilidad solidaria que obligaba a la persona jurídica 
a responder por las actuaciones de sus servidores, este tenía la posibilidad de repetir contra dicho 
funcionario que actuó mal. 
Esta institución significó un avance que de manera progresiva se va mostrando a lo  largo 
de la historia en cuanto a la protección de los derechos de las personas y la obligación del Estado 
de garantizarlo y no vulnerarlos, ya que a pesar de no pagar la indemnización como un error 
propio de la entidad sino como un error de un funcionario suyo, permitió que esta institución 
protegiera mejor los intereses de los individuos. 
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1.1.2.1.2. Responsabilidad directa. Con la responsabilidad directa, se muestra un avance 
en cuanto a la responsabilidad del Estado, ya que el pago de una indemnización por actuaciones 
irregulares no necesariamente debía encontrarse regulado en la norma. Sin embargo, este tipo de 
responsabilidad comenzó a presentar falencias, no todos los funcionarios del Estado eran 
elegidos por esta institución, existían cargos populares, situación que generó inconvenientes al 
momento de responsabilizar al Estado por los hechos ilícitos, ya que estas personas no estaban a 
su cargo, y por lo tanto, no debía responsabilizarse por hechos que no le correspondían. 
Además de lo anterior, no era clara la distinción entre el funcionario y la entidad, porque 
debían ser un solo ente, no se debía deslindar uno del otro, de esta forma, se acudió a un 
diferente tipo de responsabilidad que se encontraba también regulada en el Código Civil en el 
artículo 2341, responsabilidad extracontractual por el hecho propio. 
Esta institución no realizaba diferenciación entre el Estado y sus funcionarios, todos eran 
un solo ente, de tal manera que la acción del funcionario era la misma actuación de la persona 
jurídica, asimismo era la responsabilidad. No se trata en este caso de una mala elección al 
momento de vincular al funcionario, ni una mala vigilancia, simplemente los actos de uno 
responsabilizaban al otro de forma directa, la culpa era la misma. 
Esto implicó que el Estado respondiera directamente por los efectos de sus acciones, no sin 
antes la persona perjudicada haber demostrado la acción o la omisión de la entidad, la culpa, el 
daño y el nexo causal entre ese daño y la actuación, razón por la cual la Corte Suprema de 
Justicia atenúa la carga probatoria de los particulares aplicando  el artículo 2356, presunción de 
culpa (Galindo, 2002, pp.124). 
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1.1.2.1.3 Teoría Organicista. La responsabilidad directa tuvo una limitación con la 
implementación de la teoría organicista que consideraba al Estado como un órgano en el cual 
tenía dos tipos de agentes, cada uno responsabilizaba a la persona jurídica de manera diferente, 
dependiendo del cargo que tuviera. 
Así los agentes eran de dos tipos, los que eran capaces de representar la voluntad de la 
administración porque tenían funciones de control y dirección; y los agentes auxiliares que no 
eran capaces de encarnar dicha voluntad, por lo tanto, sus actuaciones comprometían a la entidad 
de manera indirecta (Ibid, p.58). 
Convergiendo en esta teoría los dos tipos de responsabilidad, la directa y la indirecta. Cada 
una exige supuestos diferentes para su configuración, y la liberación de responsabilidad por parte 
del Estado de igual forma es diferente. 
Así compromete de forma directa la responsabilidad de la administración los agentes que la 
ley confería iniciativas, los de dirección, la entidad para liberarse de la obligación de pagar 
indemnización, debía demostrar la causa extraña, hecho de un tercero, hecho exclusivo de la 
víctima y fuerza mayor. 
Los agentes auxiliares, comprometían a la persona jurídica de forma indirecta, lo que 
implica que la administración para liberarse de la responsabilidad debía demostrar ausencia de 
culpa, diligencia y cuidado. 
A partir del anterior análisis se observa que a través de la historia el Estado comenzó a ser 
responsable de las actuaciones que cometía,  pero dejó soslayada la responsabilidad individual 
del funcionario que por su  acción u  omisión cometió  una falla del servicio, de esta manera, en 
esta etapa no se observó ningún avance en materia de la  acción de repetición como institución, 
sin desconocer que  existieron esfuerzos por implementarla, que resultaron infructíferos dado que 
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se crearon nuevas  instituciones donde el Estado  debía responder por las actuaciones de sus  
funcionarios. La irresponsabilidad de los  agentes del  Estado comenzó  a cuestionarse como se  
verá con   posterioridad. 
La evolución normativa de la repetición se da inicio con la Constitución Política de 1886, 
la  cual en su artículo 20 estableció un régimen de responsabilidad, pues en uno de sus apartes 
expresaba que los funcionarios públicos son responsables por infracción de la ley y la 
constitución tanto por acción como por omisión; si bien no se establece la figura de la repetición, 
se expresa la responsabilidad del funcionario frente a la ley con la que devienen las demás 
normas al respecto. (Calderón, 2011) 
Desde ese momento hasta 1960 se intentó por parte del Consejo de Estado, un proyecto de 
ley en el cual se plasmaba la acción de repetición para hacer  que los agentes del Estado 
respondieran patrimonialmente por comprometer la responsabilidad del Estado, pero dicho 
proyecto no se convirtió en ley (Calderón, 2011), a pesar de eso, se plasmó la necesidad de 
responsabilizar a los funcionarios públicos, pues durante ese periodo, estos cometían toda clase 
de atropellos y actos visiblemente ilegales, sin una acción que los encaminara a responder por 
ello (Soler & Jimenez, Op.Cit.) 
Es así como la  Corte Suprema de Justicia,  en una sentencia de la sala de casación civil del 
30 de junio de 1962  con magistrado ponente José Gómez, adopta la postura francesa frente a la 
falla del servicio, la cual considera que si el daño se produce por  el agente en uso  de sus 
funciones, este debe responder solidariamente con el Estado. 
En el año de 1974 cuando el Consejo de Estado acepta la responsabilidad conjunta entre 
administración y funcionario, ofreciéndole a la víctima la posibilidad de demandar 
indistintamente o al agente o  a la administración; en caso de que la víctima optara por demandar 
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a la administración este tendría la posibilidad de repetir contra el funcionario, creándose en este 
oportunidad la figura de la acción de repetición, por vía jurisprudencial. (Soler & Jimenez, 
Op.Cit.) 
Ahora bien, desde el punto de vista normativo,  en el año 1970, con la expedición del 
Código de Procedimiento Civil, en su artículo 40, se estableció la responsabilidad de jueces y 
magistrados, pero dicha responsabilidad era particular del funcionario y no estaba ligada a la 
responsabilidad extracontractual del Estado, este artículo luego es subrogado por la Ley 270 de 
1996. (Colombia, 1996, L270) 
Después sobrevinieron normas en las cuales se seguía con la responsabilidad solidaria 
entre administración y funcionario como la había establecido el Consejo de Estado, como los son 
el Decreto Ley 150 de 1976 y la Ley 222 de 1983. 
Con  la expedición del Decreto 01 de 1984,  Código de lo Contencioso Administrativo, la 
responsabilidad en principio recaía en la Administración pero esta normatividad dio la 
posibilidad de que el ente estatal repitiera contra el funcionario que había cometido la falla,  sin  
embargo,  en esta norma no se estableció el  procedimiento adecuado  para incoar  esta la 
repetición,  de esta manera el  Consejo de Estado mediante un auto explicó que  a falta de 
procedimiento expreso, la acción que se debía ejercer contra el funcionario  era  la reparación 
directa. (Colombia, 1984,  AR 001). 
Progresivamente la acción de repetición continuó estableciéndose en diferentes 
normatividades y asimismo el uso del llamamiento en garantía, hasta la figura de la repetición se 
elevó a rango constitucional en la Constitución Política  de 1991. 
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1.1.2.2. Después de 1991. La promulgación de la Constitución de 1991 trajo consigo 
avances en muchos ámbitos, siendo de gran relevancia para el presente estudio el artículo 90 de 
la C.P. donde por primera vez se realiza una consagración expresa de la responsabilidad estatal y 
seguidamente, de la responsabilidad de los funcionarios públicos. 
 
“ARTICULO   90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de 
las autoridades públicas. 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno 
de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste”. 
 
Este artículo trajo consigo diferentes puntos de vista y controversias acerca del tipo de 
responsabilidad que consagraba,  indeterminación que  provocó que en los  primeros años 
después de establecida, el Consejo de Estado orientara su jurisprudencia en la objetivación de la 
responsabilidad estatal; doctrina que se atenuó, al considerar que de dicha norma se desprenden 
dos tipos de responsabilidades, tanto objetiva como subjetiva. 
Así, a pesar de que la influencia ejercida por este artículo se dirigía hacia una 
responsabilidad estatal objetiva, el  régimen aplicado por excelencia sigue siendo la falla del 
servicio; el cambio fundamental que se experimentó con su promulgación radicó en la 
antijuridicidad, ya que antes se enfocaba en una antijuridicidad en la culpa personal, ahora se 
basa fundamentalmente en la antijuridicidad del daño causado. 
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Al ser el fundamento de la responsabilidad el daño antijurídico, “lesión al interés legítimo, 
patrimonial o extrapatrimonial que la víctima no está en la obligación de soportar” (Consejo de 
Estado, Sección Tercera, 8163, 1993), ya no es relevante la actuación  de la administración, ya 
que en ocasiones a pesar de que la actividad de la administración sea lícita se pueden cometer 
daños que deben ser resarcidos, al no estar la persona afectada en el deber de soportar  la carga, 
lo que implica una ruptura del principio de igualdad de las cargas. 
De esta forma, con este artículo se amplió la noción de responsabilidad estatal, ya que la 
falla del servicio anteriormente  no abarcaba situaciones donde era importante indemnizar por 
razones de equidad, debido principalmente a que se enfocaba en la culpa de la administración y 
no en el daño. 
Luego de esta estipulación expresa de la repetición en la Constitución Política de 1991, se 
desarrolla la facultad de repetir contra los funcionarios en normas como la ley 80 de 1993 en 
materia de responsabilidad contractual. Con la ley 270 de 1996, Estatutaria de Administración de 
Justicia, en cuanto a acción de repetición, se consagró la presunción de dolo y culpa grave del 
funcionario (Ley 270, 1996, art.72) y la ley 288 de 1996 que estableció la repetición por el pago 
de indemnización por violación de derechos humanos (Ley 288, 1996, art.12), también está la ley 
446 de 1998, con la que se establece que la repetición da lugar tanto en condenas de origen 
judicial, como en la conciliación. 
Con esta normativa que se desarrolló después de la consagración expresa de la acción de 
repetición en el artículo 90 de la Constitución Política, se estableció la obligación de la entidad 
para iniciar repetición contra el agente que ocasionó el desgaste del patrimonio público, que se 
reglamentó en el año 2001 a través de la ley 678, donde se  establece de manera íntegra la figura 
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de la repetición y del llamamiento en garantía con fines de repetición, norma que aún permanece 
vigente en nuestra legislación. 
 
1.2. Acción de repetición, ley 678 de 2001 
 
Acorde a lo visto en los títulos anteriores sobre la responsabilidad, se puede decir que la 
acción de repetición es el derecho que le asiste al Estado de recuperar los recursos públicos 
gastados por el  mal actuar de sus funcionarios. 
La ley 678 de 2001 que regula todos los aspectos de la acción de repetición define el 
concepto de repetición de la siguiente manera: 
 
“ARTÍCULO  2º. Acción de repetición. La acción de repetición es una acción civil 
de carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor 
público que como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya 
dado reconocimiento indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una 
condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto. La misma 
acción se ejercitará contra el particular que investido de una función pública haya 
ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, la reparación patrimonial.” 
 
Luego, más recientemente, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo estableció la acción de repetición como uno de sus 12 medios de 
control con un concepto idéntico al de la ley 678 de 2001 (Colombia, 2001. L678). 
 





Acorde a la normatividad actual que regula la repetición, esta acción tiene como finalidad 
la protección del patrimonio público previniendo las conductas que ocasionan el daño 
antijurídico por el que debe responder el Estado, tal  como lo ha dicho la Corte Constitucional 
(Corte Constitucional, 2001, C-832), y también tiene un carácter retributivo (Ley 678, 2001, art. 
3) concerniente al resarcimiento o recuperación de los recursos públicos pagados por el Estado a 
una víctima de ese daño, por lo tanto esta acción cuenta con una doble finalidad. 
Con respecto  a su naturaleza, como se desprende del artículo 2 de la ley 678 de 2001, se 
estipuló que esta tiene un carácter civil, es decir, que su propósito y fundamento es netamente 
patrimonial, además tiene rango constitucional, ya que como se evidenció antes, en el inciso 2 
del artículo 90 de la constitución se estipula expresamente el deber del Estado de repetir contra 
sus agentes; también se tiene que esta acción es autónoma, pues en su interposición el Estado no 
sustituye a la víctima, sino que ejerce un derecho propio otorgado directamente por la 
constitución, claro está, con el requisito de haber una condena previa contra la entidad 
(Colombia, 2008, S16.335). Estas mismas características, están plasmadas en el artículo 142 del 
C.P.A.C.A. como un medio de control autónomo, distinto al de la reparación directa. 
En cuanto a la obligatoriedad de la repetición, esta se establece en el artículo 5 de la ley 
678 de 2001, respaldado por el parágrafo 2 del artículo 8 de la misma; en el primero se estipula 
claramente que es un deber de la entidad ejercer la repetición so pena de sanción disciplinaria a 
quien no lo haga, y en el segundo, hace énfasis en la sanción al representante legal que no 
iniciare la acción dentro del término estipulado. Asimismo, en el Código Único Disciplinario se 
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establece la omisión de iniciar la acción de repetición como falta gravísima (Colombia, 2002, 
L734). 
También, como lo ha dicho el Consejo de Estado, esta obligatoriedad, se deriva de que no 
les es posible a las entidades estatales desistir de las pretensiones de la acción cuando ya ha sido 
interpuesta. (Consejo de estado, 2013, 47782). 
 
Se debe dejar claro que se genera este carácter obligatorio de repetir, cuando la condena 
hacia el Estado emana de una conducta dolosa o gravemente culposa del servidor (Ley 678, 
2001, art.4), si no concurren estos elementos de culpa, no hay razón para que la entidad pública 




La Ley 678 de 2001 en su artículo 8 establece quienes son los sujetos activos de la acción 
de repetición, allí se prescribe que la obligación de ejercer el derecho de acción recae en cabeza 
de la entidad pública que fue condenada a pagar una indemnización judicialmente o mediante 
cualquier método de resolución de conflictos, esta entidad pública determina la procedencia de la 
acción a través de su comité de conciliación, quien  después del pago de la condena, se encarga 
de realizar el estudio de la conducta del servidor para establecer la viabilidad de la acción 
(Colombia, 2009, D1716). La entidad estatal a través del comité, tendrá un terminó de seis (6) 
meses después del pago de la indemnización para ejercer la acción. El análisis pertinente a los 
comités de conciliación de las entidades públicas se realizará en el capítulo siguiente. 
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La legitimación por activa no solo recae en  la entidad pública, pues en forma supletiva la 
pueden ejercer tanto la Procuraduría General de la Nación (Ley 678, 2001, art. 8, núm. 1) como 
el Ministerio de Justicia y del Derecho a través de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado (Ley 678, 2001, art. 8, núm. 2), esta legitimación es supletoria, por cuanto estas dos 
últimas entidades pueden ejercer la acción siempre y cuando, la entidad pública encargada, no 
realice tal gestión dentro del plazo de los seis (6) meses señalados, so pena de incurrir en sanción 
disciplinaria (Ley 734, 2002, art. 48, núm. 36). 
A pesar de la legitimación supletoria, estas dos entidades no reemplazan totalmente a la 
entidad legitimada a ejercer la repetición, pues como lo ha recordado el Consejo de Estado, la 
entidad legitimada que puede ejercer la acción es la entidad pública, a pesar, de que hayan 
transcurrido el término de los seis (6) meses. (Consejo de Estado, Sección Tercera, 23052, 2003). 
Cualquiera que sea el ente que vaya a ejercer la repetición, ya sea supletorio o legítimo, 
debe hacerlo dentro del plazo de dos años, que es el término de caducidad de la acción de 
repetición, este se comienza a contar: i) a partir del día siguiente al pago total de la 
indemnización o si esta se paga en cuotas, a partir del pago de la última cuota (Colombia, Op.Cit, 
L.678, art. 11); ii) o desde el día siguiente al vencimiento del plazo de 10 meses que tiene la 
entidad pública para pagar la indemnización (CPACA, 2011, art. 192). Entonces, para comenzar 
a contabilizar el término de caducidad, es cualquiera de estos dos supuestos, el que primero 
ocurra. 
Es menester recalcar que si bien el término de caducidad de la repetición es de dos años, el 
termino de 6 meses del que se habló anteriormente que tiene la entidad para ejercitar la 
repetición, se da para que estas ejerciten la acción en el menor tiempo posible, evitando la 
negligencia de hacerlo (Consejo de Estado, 2003, 23052,). 
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En cuanto a los sujetos pasivos de la legitimación en esta acción, como ya se ha visto a lo 
largo de esta investigación, estos son los sujetos investidos con funciones públicas, el artículo 1 
de la ley 678 de 2001 establece que esta acción recae sobre los servidores públicos estén o no en 






Los presupuestos necesarios para incoar la acción de repetición se han expresado en la 
jurisprudencia del Concejo de Estado. 
En el 2006, el máximo tribunal de lo contencioso administrativo estableció que para iniciar 
la repetición, se requiere:  
1. La calidad de agente del Estado y su conducta en uso de funciones públicas, 
determinante del daño ocasionado a un tercero. 
2. Que una entidad pública haya sido condenada o se haya visto obligada a pagar una suma 
de dinero mediante algún mecanismo de solución alternativa de conflictos.  
3. Que la entidad pública haya pagado la suma devenida de la condena o conciliación. 
4. Que la conducta del agente sea calificada como dolosa o gravemente culposa (Consejo 
de Estado, 2015, 38548). 
También, el Consejo de Estado ha explicado que estos tres primeros elementos son de 
carácter objetivo y por ello, están sometidos a las normas procesales vigentes al momento de 
incoar la demanda de repetición, y el último elemento restante es subjetivo, y éste está sometido 
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a las normas vigentes al momento de la ocurrencia de la acción u omisión por parte del servidor 
público. (Consejo de Estado, 2011, 36549). 
En cuanto a este último elemento, se establece en la Constitución Política que la 
prosperidad de la acción de repetición se fundamenta en el actuar doloso o gravemente culposo 
del agente (Colombia, 1991, A90)  y se puede decir que este elemento tiene cierta importancia 
sobre los demás, ya que de la conducta del agente es que deviene toda la actuación en materia de 
la responsabilidad del Estado, porque sin este, no hay mérito para la repetición, es decir, si 
realizado un juicio subjetivo de responsabilidad del servidor, no se establece que la conducta se 
realizó bajo estos criterios, el Estado no tiene derecho a la reparación. Por esto, es conveniente 
explicar las nociones de culpa grave y dolo. 
En el artículo 63 del Código Civil colombiano se encuentran las clasificaciones de la culpa 
y define la culpa grave y el dolo así: 
 
“ARTÍCULO 63. CLASES DE CULPA Y DOLO.  
Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que consiste en no manejar los 
negocios ajenos con aquel cuidado que aún las personas negligentes o de poca 
prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materia civil 
equivale al dolo.  
(…) 
El dolo consiste en la intención positiva de inferir injuria a la persona o 
propiedad de otro.” 
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Se tiene que la culpa grave es el descuido inconcebible de una persona, que sin intención 
alguna de inferir daño, lo produce, y el dolo es la actuación de la persona con el ánimo de hacer 
daño a otro. Conforme a esto, el juicio de conducta que se le hace al agente, es menos riguroso si 
actuó con culpa grave, pues representa una menor exigencia del servidor; en cuanto al dolo, 
evidentemente el examen es rigoroso puesto que es la intención clara de ocasionar el perjuicio. 
El Consejo de Estado ha establecido que para determinar la existencia de culpa o dolo, el 
juez no solo debe operar conforme a estas disposiciones, sino que debe tomar la decisión 
teniendo en cuenta las características particulares de cada caso en concordancia con los articulo 6 
y 91 de la Constitución Política, que establecen que la responsabilidad de los agentes se da tanto 
por acción como por omisión;  y también con las funciones estipuladas en cada reglamento o 
manual que rige al servidor público, asimismo se debe mirar la buena o mala fe de la actuación. 
Con esto, se hace evidente la determinación de una responsabilidad subjetiva, entonces no 
cualquier error, equivocación o acto que desconozca el ordenamiento jurídico por parte del 
servidor público, permitirá establecer la responsabilidad del funcionario (Consejo de Estado, 
2013, 26800).  
Aparte de esto, después de expedida la ley 678 de 2001, el examen de conducta, se hace 
también teniendo en cuenta los artículos 5 y 6 de esta ley, en los que se establecen las 
presunciones legales de dolo, que se da cuando el agente quiere la realización de un hecho ajeno 
a las finalidades del servicio del Estado y culpa grave, la cual se origina en el evento en que el 
daño es consecuencia de una infracción directa a la Constitución o la ley, o de una inexcusable 
omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones. 
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1.2.4. Llamamiento en garantía con fines de repetición 
 
Como bien se  dijo antes, aunque la figura del llamamiento en garantía no hace parte de la 
finalidad de esta investigación, pues la propuesta de mejoramiento que se busca es 
específicamente en torno al medio de control de repetición; se hace necesario hacer un breve 
estudio del llamamiento en garantía, para una mayor contextualización de la figura de la 
repetición como tal. 
En principio, se debe decir que el llamamiento en garantía está regulado generalmente por 
la normativa civil, allí, esta figura supone la existencia de un vínculo contractual entre algunas de 
las partes del proceso, y un tercero cuya intervención es solicitada en virtud de la obligación 
contractual o legal de responder por la condena impuesta a alguna de las partes. 
En cuanto al llamamiento en garantía con fines de repetición, el artículo 19 de la ley 678 de 
2001 establece que dentro de los procesos en los que se busque indilgar la responsabilidad del 
Estado, como reparaciones directas, controversias contractuales o de nulidad y restablecimiento 
de derecho, la entidad pública o el ministerio público, podrán llamar en garantía al agente contra 
quien se tenga prueba de su responsabilidad al haber actuado con dolo o culpa grave, esto, 
siempre y cuando la entidad no haya exceptuado los 3 eximentes de responsabilidad como lo son 
la culpa exclusiva de la víctima, hecho de una tercero o fuerza mayor y caso fortuito. 
El llamamiento en garantía con fines de repetición se diferencia del medio de control de 
repetición en que  para ejercer este último, ya se debe haber condenado al Estado y se realiza a 
través de su propio medio de control; en cuanto al llamamiento en garantía con fines de 
repetición se hace claramente antes de que se condene al Estado, desde la interposición de la 
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demanda en un proceso de responsabilidad contra el Estado, es decir, en un medio de control 
diferente al de repetición.  
Si bien, la figura del llamamiento en garantía con fines de repetición es importante para la 
recuperación del patrimonio público, para su estudio se hace menester una completa 
investigación donde se trate específicamente sobre ese tema. 
 
1.3. Funcionamiento de la acción de repetición 
 
No es un secreto que la acción de repetición en nuestro país se ha quedado corta en la 
recuperación de los recursos públicos gastados en conciliaciones y condenas contra la nación, el 
Estado no se está defendiendo bien y no le cobra a sus servidores por su mal actuar (El Tiempo, 
2015), la repetición está siendo ineficaz,  pues según la sección Tercera del Consejo de Estado, al 
mes de agosto de 2013, de la totalidad de los procesos que se tramitaron, solo el 2.55 % en esa 
sección pertenecen a la acción de repetición, es decir, que el Estado solo tiene la mera 
expectativa de recuperar el 2.55 % de todas las condenas que surjan de esas reclamaciones, una 
cifra irrisoria, y esto es, solamente en torno a los procesos que alcanzan a llegar al Consejo de 
Estado, asimismo entre los años 2011 y 2013, el Consejo de Estado ha proferido 85 sentencias de 
repetición de las cuales solo 3 han prosperado (Zúñiga & Infante, 2013). 
Los sectores que más se ven inmiscuidos en esta clase de procesos, son los de defensa, 
justicia y seguridad, cuya ejecución presupuestal creció de 252.040 millones de pesos en al año 
2003, a 1.242.285 millones en 2013, asimismo, estos mismos sectores, en el periodo 2010-2014, 
pagaron la suma de 4 billones de pesos por concepto de 49.467 sentencias y/o conciliaciones de 
las cuales se interpusieron 545 acciones de repetición, donde el Estado solo tiene la mera 
expectativa de recuperar poco más de 800.000 millones de pesos, el 22% del total, sin contar lo 
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que pase en la jurisdicción administrativa, que como se dijo antes, en el Concejo de Estado solo 
prosperan 3 de cada 85 acciones de repetición, es decir, el monto de esa mera expectativa puede 
ser muchísimo más bajo (Contraloría, 2014). 
Con esto se tiene que la acción de repetición es inoperante, por un lado porque no se 
interponen las acciones de repetición que se requieren según las demandas contra la entidad, y 
por otro lado, que las pocas que se interponen, en su gran mayoría no prosperan, y se hace 
evidente que esta herramienta jurídica está lejos de cumplir con su objetivo. 
Varios autores se han encargado de establecer las falencias de esta figura directamente con 
críticas a la ley 678 o exponiendo causas externas a esa norma. 
 
1.4. Principales falencias 
 
Entre  las principales causas de la problemática que se describió, están las siguientes: 
 
1.4.1. Falta de objetividad del comité de conciliación de la entidad pública 
demandada.  
 
Puede ser la principal causa de la ineficacia de la acción de repetición, pues con el comité 
es donde nace la decisión de interponer o no la acción. Leonardo Augusto Torres (2005) 
exmagistrado crítico de la ley 678 de 2001, expone que esta ley exige que el juicio de la 
conducta del funcionario público lo haga el comité de conciliación de la respectiva entidad que 
fue condenada, y que esto genera que el acta que emite el comité con la respectiva calificación de 
la conducta del agente, adolezca de objetividad, puesto que al ser integrada por los mismos 
funcionarios de la entidad, pueden existir vínculos políticos y de amistad, o dependencia con los 
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jefes u otros funcionarios de alto nivel, o por temor a represalias o que se les devuelva la acción, 
los agentes se abstienen de presentarla, teniendo en cuenta que la decisión del comité es 
vinculante para el representante legal de la entidad (Soler & Jimenez, 2009); todo esto 
inmediatamente hace que se afecte la obligatoriedad de la acción, y que esta tienda a efectuarse 
solo contra funcionarios de bajo rango, exjefes o ex funcionarios, estos últimos sobre todo 
cuando se presentan cambios políticos en la entidad, lo que conlleva que se configure inequidad 
en su aplicación. 
Estos comités de conciliación y defensa judicial, que son los encargados de analizar la 
viabilidad jurídica de una posible acción de repetición, cuentan con autonomía para crear su 
propio reglamento, pero allí no tienen las funciones correctas para lograr el objetivo para lo cual 
fueron creados, ocasionando así que tampoco dejen cumplir con la finalidad de la repetición 
(González, 2015). 
 
1.4.2. Deficiente defensa de la entidad pública 
 
Las cifras que se mencionaron con anterioridad, sobre el bajo porcentaje de la acciones de 
repetición que prosperan y se presentan, son causa principalmente de la ineficiente defensa que 
tienen las entidades estatales.  
Por esta razón, el Consejo de Estado le ha hecho un fuerte llamado de atención a las 
entidades públicas por su bajo  desempeño como actores dentro de estos procesos, la Sección 
Tercera de esta alta corte, en sentencia con ponencia del magistrado Jaime Orlando Santofimio 
manifestó lo siguiente: 
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“La Sala, considera oportuno efectuar un severo llamado de atención a las 
entidades públicas, por falta (sic) vigilancia y control de la actividad procesal 
como actores en la interposición de la denominada acción de repetición, la cual 
busca como objetivo primordial establecer la responsabilidad de sus agentes y la 
recuperación de los dineros de naturaleza pública. Lo anterior, teniendo en cuenta 
la manera descuidada y poco diligente, que se observa en la presentación de este 
tipo de demandas, en las cuales no se acredita cabalmente el cumplimiento de los 
requisitos esenciales para la prosperidad de dicha acción, esto es, la calidad del 
agente, la condena, conciliación o cualquier otra forma de terminación de 
conflictos, el pago efectivo y por último, el dolo o culpa grave del servidor público, 
a pesar de la reiterada jurisprudencia de esta Corporación en la materia. (Consejo 
de Estado, 2013, 46162)”. 
 
Con este fuerte llamado de atención por parte del Consejo de Estado, se hace evidente la 
negligencia de las entidades públicas al momento de recuperar los recursos públicos; esta 
deficiencia en la actuación judicial, así mismo como en el punto que se trató sobre el comité de 
conciliación, se puede deber al amiguismo y politiquería que abunda en las entidades estatales, 
que aun pasando el filtro del comité, la parcialidad y falta de objetividad se extiende hasta el 
momento del ejercicio de la acción de repetición como tal en los estrados judiciales, sin que la 
defensa haga esfuerzo alguno para tener éxito en el proceso.   
A esto, se le que suma un evidente desconocimiento del precedente judicial y la 
normatividad, debido a que en el año 2006, el 5.66 % de los procesos conocidos por el Consejo 
de Estado, no prosperaron porque ignoraron el término de caducidad (Soler & Jiménez, Op.Cit). 
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Esta falta de idoneidad puede deberse entre otros factores, a la falta de incentivos para los 
abogados que defienden al Estado y a la asignación de funciones no acordes a los conocimientos 
de los abogados designados.   
 
1.4.3. Mora judicial 
 
Como es bien sabido, la jurisdicción contencioso administrativo es de las más demoradas y 
con ello la acción de repetición, pues de las cifras anteriores, se tiene que hay procesos con más 
de 10 años sin que se dicte sentencia alguna (Contraloría General de la República, 2014).  
Esta mora en la justicia es ocasionada en una parte por la congestión en la jurisdicción 
contenciosa administrativa, y en otra, por la causa del punto anterior, la deficiente defensa 
judicial, ya que las demandas inician mucho tiempo después de ocurridos los hechos, la sentencia 
de primera instancia demora unos 4 años en fallarse, y cuando llega al Consejo de Estado ya han 
pasado 8 años, en este punto ya nadie se acuerda de lo que sucedió, se han cambiado 
funcionarios o se pierden documentos, desincentivando así a la defensa de la entidad (Soler & 
Jiménez, 2009).  
 
1.4.4. Insolvencia del responsable  
 
La falta de celeridad de la justicia administrativa, ocasiona que el agente responsable tenga 
gran cantidad de tiempo para insolventarse, o también que por la deficiente defensa judicial, la 
entidad estatal  no solicite medidas cautelares en  la respectiva acción de repetición, que por 
cierto, tales medidas solo se limitan al embargo y secuestro de bienes sujetos a registro (Ley 678, 
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2001, art. 23)  habiendo muchas más garantías de los presuntos funcionarios responsables como 
lo son el salario, honorarios, acciones, bonos, utilidades y demás fuentes de ingreso, que también 
deberían ser susceptibles de medidas cautelares, siendo este punto, una importante falencia de la 
ley 678 de 2001.  (Torres, 2005) 
 
1.4.5. Corrupción  
 
Aunque la corrupción no es una causa que afecte directamente a la acción de repetición, si 
la hace mucho más gravosa, pues el desvío de dineros públicos, ocasiona un obstáculo al 
cumplimiento de los fines y funciones de determinada entidad estatal, que luego conduce a 
reclamaciones administrativas por su incumplimiento. 
Así, la corrupción es una causa indirecta que afecta la finalidad de la acción de repetición 
que es recuperar el patrimonio público que se gastó a causa de la acción u omisión desviada de 
un funcionario del Estado, y que pese a los esfuerzos por lograr que sea una acción que 
efectivamente sea ejercida se pueden evidenciar dos causas que generan un efecto dominó en su 
ineficacia. 
La primera causa es la falta de objetividad del comité de conciliación, que es el que 
establece si hay o no mérito para adelantar la repetición, esta parcialidad, ocasiona la pésima 
defensa judicial de las entidades,  la segunda causa es la falta de celeridad en la justicia 
administrativa, debido a la congestión de los despachos judiciales,  tiempo que permite al 
funcionario público responsable insolventarse y no cumplir con su obligación de retribuir al 
Estado el patrimonio gastado por su culpa grave y dolo en el ejercicio de sus funciones como 
representante del Estado.  
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Como se observa, hay toda una cadena de falencias que no dejan cumplir la finalidad de la 
repetición que se ocasionan por dos principales causas, que en la presente investigación se tratará 
de darles solución a través del papel que la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 






















Sistema de defensa jurídica del Estado 
 
El objetivo en el presente capítulo, es el análisis del sistema integral de defensa jurídica del 
Estado Colombiano y con ello, el análisis de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
y de los comités de conciliación de las entidades públicas  como instituciones encargadas de 
ejercer la gerencia jurídica pública. Este análisis es conveniente pues es desde este sistema de 
defensa jurídica que se busca el mejoramiento de la figura de la acción de repetición. 
Para el buen desarrollo de este capítulo, primeramente se hablará sobre el surgimiento del 
sistema de defensa judicial en Colombia, y los modelos de defensa en el ámbito internacional, 
para luego tratar las características, funciones y demás aspectos de las entidades que participan 
en defensa jurídica, como lo son la ANDJE y los comités de conciliación y defensa judicial de 
las entidades públicas. 
 
2.1. Surgimiento del sistema integral de defensa judicial del Estado 
 
Antes de la entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991, la nación tenía un 
incipiente modelo de defensa jurídica que era radicalmente desconcentrado, en el cual cada 
entidad ejercía su defensa judicial a su parecer, sin tener criterios unificados y sistemáticos de 
defensa jurídica, la garantía de los derechos de las personas no estaba claramente protegida y la 
responsabilidad del Estado era limitada y solo tratada por vía jurisprudencial. En ese entonces, 
aun no surge la necesidad de integrar la defensa jurídica de la nación, pues con una débil 
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responsabilidad estatal y una escasa o nula efectividad de los derechos, ese modelo de defensa 
bastaba, ya que no se anticipaban litigios masivos (Carrillo & Varela, 2013). 
Con la proclamación de la constitución de 1991 se origina el hito que marca la necesidad 
de un sistema integrado de defensa jurídica en nuestro país, con ella se proclamó una garantía 
universal de los derechos fundamentales, muchos de los cuales, se encontraban en incertidumbre 
antes de la expedición de la constitución, y además, como se trató en el capítulo anterior, se 
elevó a rango constitucional el régimen de responsabilidad del Estado y de sus agentes 
(Colombia, Ibid, Art. 90). 
A raíz de este cambio, se generaron gran cantidad de demandas contra la nación, puesto 
que los ciudadanos, y más que todos los abogados, se dieron cuenta de la gran posibilidad que 
tenían del reconocimiento y restablecimiento de derechos, que como  ya se dijo, antes de la 
constitución de 1991 se encontraban en incertidumbre. Las instituciones estatales no se 
acoplaron inmediatamente a esta nueva constitución garantista y al régimen de responsabilidad 
estatal constitucional que traía consigo, pues como se vio, estaban inmersas en una cultura de 
poco respeto hacia lo público. 
El cambio por parte de las entidades públicas se tornó muy lento y a medida de que ese 
volumen de demandas iba cada vez más en aumento, avizorándose cada vez más el costo de esas 
reclamaciones, comenzaron a darse cuenta que debían evitar las actuaciones contrarias a los 
nuevos principios constitucionales, pero aun así, el Estado seguía con su modelo de defensa 
tradicional, no apto para este nuevo esquema constitucional de responsabilidad estatal, 
aumentando mucho más el costo fiscal, las demandas y la congestión en los tribunales, que 
tampoco se acoplaron a tiempo a este nuevo enfoque constitucional. 
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Toda esta situación se tornó preocupante y solo en el año 2002 se comenzaron a plasmar 
los esfuerzos para la implementación de una  política pública de defensa jurídica estatal y 
comienzan primeras investigaciones para mitigar esta problemática. Se observó que la gerencia 
publica, debe estar encaminada a la prevención del daño antijurídico, asimismo, conforme 
avanzaban los estudios, se resaltaron unas graves falencias ocasionadas por la defensa de las 
entidades estatales ya en los estrados judiciales, como los son la falta de presentación de pruebas, 
falta de alegatos y no solicitud de los recursos pertinentes. 
En el 2003 se avanzó más en el tema y ya se propuso la creación de un sistema de 
información litigiosa, pero aun con estos avances, no se tenía una certeza sobre esta problemática 
debido a las inconsistentes cifras y gran cantidad de fuentes sobre la cuantificación de las 
demandas y cuantía de pretensiones, además de que el seguimiento a la actividad litigiosa del 
Estado se estaba ejerciendo por distintas entidades a la vez como la procuraduría general de la 
nación y el ministerio de justicia, con metodologías distintas, ocasionando desorden en la 
defensa judicial de la nación. (Consejo Nacional de Política Económica y Social, (CONPES, 
2003). 
Ya en el año 2008, después de diversas investigaciones y estudios, y del análisis de la 
experiencia internacional en la materia, por fin se habla de una política pública de defensa 
jurídica estatal, que se da con la restructuración que se le hizo al ministerio del interior y de 
justicia mediante el Decreto 4530 de 2008 con el que se creó la Dirección de Defensa Jurídica 
del Estado, para ejercer una labor no solo litigiosa, sino además preventiva, que tuvo buenos 
resultados al momento de  su implementación, entre ellos la creación de LITIGOB (Sistema de 
información litigiosa), con la que por primera vez se consolido la información de las demandas 
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contra las entidades estatales, la coordinación de la defensa de demandas de alto impacto y 
estudios e investigaciones sobre prevención del daño antijurídico. 
Con estos esfuerzos de poco más de 10 años en la implementación de esta política pública 
ya se tiene implementado un modelo de defensa judicial hibrido, propio de un Estado como 
Colombia, unitario, con descentralización territorial y por servicios, pero  aun así, a pesar de 
entregar buenos resultados, aún quedaba mucho por mejorar, se siguieron visualizando muchas 
falencias, entre las cuales están que las entidades no tenían una cultura de buen gobierno en el 
que prevalezca el fortalecimiento de la vía gubernativa y el uso preferencial de los MASC para 
resolver los conflictos en vez de esperar a que lleguen a la vía judicial; que las entidades no se 
articularon en cuanto a la defensa judicial, pues seguían ejerciendo su defensa a su parecer; que 
no utilizaban el LITIGOB para el buen manejo de la información, por ello este sistema dejó de 
funcionar en el 2010; y la no estrategia por parte de entidades muy susceptibles al litigio, para 
cambiar esta problemática. 
Después de la inviabilidad de este sistema, ya en el año 2012 se crea la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado con la que se comienza la preparación de una segunda generación 
de políticas públicas y sobre la cual se tratará más adelante. 
 
2.2. Modelos de defensa jurídica estatal 
 
Para que los Estados puedan tener un buen control de su propia defensa jurídica, necesita 
de un modelo de defensa jurídica estatal que se acople a las necesidades características y 
condiciones de cada Estado, según esto, los modelos pueden variar entre la concentración 
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completa de la defensa jurídica en una sola entidad y la desconcentración de esta facultad en 
diversas instituciones jurídicas. (Guarín, 2015). 
Acorde a lo anterior, existen distintos tipos de defensa jurídica estatal que se enfocan en 
tres grandes modelos, a saber: el concentrado, donde la defensa jurídica del estado recae en 
cabeza de una sola institución; el desconcentrado, en el cual se ejerce por varias instituciones; y 
el hibrido, en donde hay una sola institución que regula, supervisa y coordina la gestión de 
defensa jurídica de varios entes estatales.  
A pesar de que los Estado se  acogen al modelo más conveniente a sus necesidades y 
particularidades, cada uno de estos modelos de defensa jurídica tienen desventajas en su 
implementación, como se puede ver en el siguiente cuadro. 
 
Cuadro 1. Modelos de defensa jurídica 
 
Modelo Concentrado Modelo Desconcentrado 
Ventajas Desventajas Ventajas Desventajas 
Interacción 






 Espíritu de cuerpo 
(elite selecta). 
Prevalencia de la 
perspectiva jurídica.  
Mayor experticia en 
litigio.  
Compromiso con el 
cumplimiento de un 
mandato específico. 
Asimilación de las 
prácticas de otros actores.  
 Rigidez institucional.  
 Barreras de acceso a la 
carrera administrativa.  
 Espíritu de cuerpo (elite 
aislada).  
 Limitada sensibilidad para 
la perspectiva sectorial, 
económica o financiera.  
 Menor conocimiento de 
temas de fondo. 
 Cumplimiento del mandato 
específico limita espacio 
para métodos alternativos de 
solución de conflictos 
(MASC). 
Mandato múltiple 
(asesoría jurídica y 
defensa judicial).  
 Mayor apertura a los 
MASC.  
 Limitada interacción 
con otros actores.  
 Flexibilidad en 
asignación de recursos. 
 Combinación de 
abogados generalistas y 
especializados.  
 Combinación de 
abogados internos y 
externos.  
 Alta rotación del 
personal (renovación 
permanente). 
 Mandato múltiple limita 
compromiso con litigios.  
 Dificultad para evaluar el 
uso y resultado de los 
MASC. 
 Limitado conocimiento de 
otros actores.  
 Incertidumbre sobre la 
calidad de los recursos.  
 Prevalencia de abogados 
generalistas (menor 
experticia en litigios).  
 Limitada supervisión de 
abogados externos.  
 Alta rotación del personal 
(desincentiva inversión en 
capacitación). 
Fuente: ANDJE (2012) 
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2.2.1. Experiencia internacional 
 
El Estado colombiano en la última fase de la implementación de las políticas de gerencia 
de la defensa jurídica estatal, comenzó a investigar la práctica de otros países en materia de 
defensa  para así poder encontrar referentes exitosos e implementar el más acorde a la 
forma de Estado de Colombia. Entre los referentes exitosos, con distintos modelos de defensa 
jurídica estatal, están los siguientes: 
 
2.2.1.1. Francia. Desde 2004 en el Estado francés, la defesa de las entidades públicas se 
realiza a través de la contratación de abogados externos especialistas en cada caso en específico, 
con lo que se disminuyó en gran medida la congestión en las mismas entidades públicas y la 
defensa aumenta la eficiencia y efectividad al tener una capacidad de respuesta oportuna. El tipo 
de defensa aplicado aquí es desconcentrado. (Ibid). 
 
2.2.1.2. España. En España, a diferencia de Francia, el modelo de defensa es 
concentrado, pues esta función recae solamente en el cuerpo de abogados del Estado, que 
actuando bajo la dirección del abogado General del Estado, son los únicos que pueden brindar 
asesoramiento y defensa a las entidades públicas, con esto, España desde el 2007 ha alcanzado 
una tasa de éxito del 87% en sus pleitos jurídicos estatales.  
 
2.2.1.3. Chile. Para Hernández (2013), en el Estado chileno se aplica uno de los modelos 
más eficientes de América Latina en cuanto  a defensa jurídica estatal, es netamente concentrado 
y es regido por el Consejo de Defensa del Estado, cuyos miembros son de carácter inamovible y 
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escogidos bajo estrictos criterios de selección como la declaración de su patrimonio y la 
reputación de abogado, esta entidad ha demostrado resultados realmente positivos, en el 2009, el 
Consejo de Defensa obtuvo un ahorro del 97%  del total demando, es decir, que de pretensiones 
equivalentes a 149 mil millones de pesos chilenos, solo se condenó al Estado por 4 mil millones. 
Como se observa, la eficacia en la gerencia jurídica publica, no depende de la concentración o 
desconcentración de la defensa jurídica estatal, pues con lo expuesto se avizora cuan exitosos son 
ambos modelos, esta eficacia ya obedece a la calidad con que se ejerce dicha defensa haciendo 
énfasis en los buenos recursos humanos. 
 
2.2.2. Modelo adoptado en Colombia 
 
El Estado colombiano heredó demasiadas debilidades de su anterior modelo de defensa 
jurídica estatal, el cual fue radicalmente desconcentrado y de carácter reactivo, es decir, que su 
política estaba basada solamente en la defensa judicial de las entidades y no en evitar el daño 
antijurídico, esas falencias fueron las que llevaron al fracaso de la gerencia jurídica publica en el 
país, este episodio debía superarse con la creación de una buena política pública de defensa 
jurídica, por lo cual el Estado colombiano, con base en la experiencia internacional exitosa y en 
lo esfuerzos locales hacia un mejoramiento, desarrolló un modelo de defensa hibrido, acorde a la 
realidad de un Estado unitario y descentralizado territorialmente y por servicios, (Grafe & 
Strazza, 2014). 
Al ser esto así, la función de la defensa jurídica del Estado ya no se asocia solamente al 
ámbito judicial actuando como demandante  o demandado, sino que reconoce otras tareas igual o 
un poco más importantes que la sola representación judicial ante los tribunales ya que se 
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establece un sistema de defensa jurídica de carácter proactivo, compuesto por varias etapas que 
tienen como fundamento la prevención del daño antijurídico, que conforman el ciclo de defensa 
jurídica del Estado, sobre el cual opera el sistema de defensa jurídica estatal en cada una de estas 
etapas. 
 




Figura 1. Etapas del ciclo de defensa 
Fuente: ANDJE (2013) 
 
Como se puede ver, el ciclo de defensa tiene como eje principal la prevención del daño 
antijurídico, con 4 etapas independientes que siguen una de otra creando un efecto dominó, que 
se sustentan en un sistema de información litigiosa para que el ciclo se desarrolle de forma 
ordenada y eficaz. 
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2.2.2.1.1.  Prevención del daño antijurídico.  Todas las etapas giran en torno a  la de 
prevención del daño antijurídico, que es lo ideal para la buena prestación del servicio público y 
evitando ese daño, se evitan todas las demás etapas subsiguientes habiendo un ahorro 
significativo en materia de gestión de la defensa jurídica.  
 
2.2.2.1.2. Etapa de actuaciones prejudiciales. Seguido esto, al no evitarse el daño 
antijurídico, surgen las reclamaciones ante las entidades estatales después de un supuesto daño, y 
allí surgen las actuaciones prejudiciales que son las que se desarrollan para tratar de resolver un 
conflicto antes de someterlo a una decisión judicial, ahí se incentiva el uso los métodos 
alternativos de solución de conflictos, principalmente la conciliación (ANDJE, 2013). Con el uso 
de los MASC, dice Grafe (2014), se facilita el acceso a la justicia y  se alivia la congestión y 
costos en la misma, pero estos actualmente se utilizan muy poco y los acuerdos que se logran 
también son escasos. 
 
2.2.2.1.3. Etapa de proceso judicial. En este punto, como su nombre lo dice, es el 
conjunto de actuaciones que se desarrollan desde el momento en que la controversia con una 
entidad pública recae en un juez de la república, al no haber prosperado alguno de los MASC. 
Para una eficaz actuación judicial, se hace seguimiento de los procesos mediante el uso de 
plataformas tecnológicas, en este caso, como se ve en la gráfica se hace a través del sistema 
único de información litigiosa del Estado. 
 
2.2.2.1.4. Etapa de cumplimiento y pago. En esta etapa se busca que las entidades 
estatales una vez condenadas a pagar determinada suma de dinero, cumplan con lo allí estipulado 
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de forma eficiente y rápida, ya que al no hacerlo así, surgen intereses de mora que incluso 
pueden llegar a sobrepasar por mucho, la cuantía de las pretensiones sobre las cuales se condenó, 
siendo muchísimo más gravoso para el Estado. 
  
2.2.2.1.5. Etapa de acción de repetición y recuperación del recurso público. Sobre 
este asunto versa el objetivo central de esta investigación,  En esta etapa, una vez cumplido con 
lo anterior, es decir con el pago de una condena judicial o conciliación, el Estado debe recuperar 
el recurso publico gastado, tal y como se trató en el capítulo anterior, pero como ya se dijo 
paginas atrás, y como lo ha dicho la misma ANDJE en el Modelo Optimo de Gestión (2016) la 
acción de repetición presenta falencias tanto sustanciales como judiciales, siendo muy difícil el 
cumplimiento de esta etapa. 
Para llevar a cabo lo anterior, las entidades públicas ejercen su propia defensa, ya sea bajo 
su propia oficina jurídica o con la contratación de abogados externos, pero siguiendo las pautas y 
coordinación de un ente nacional encargado de la política pública de defensa jurídica que en 
Colombia recae en cabeza de la Agencia Nacional de Defensa jurídica del Estado, actualmente, 
esta agencia, mediante la planeación de estrategias, guía  a las entidades estatales a través de sus 
comités de conciliación,  quienes son los encargados de elaborar sus propias políticas y aplicarlas 
de defensa acorde a los servicios que prestan. (Carrillo y Varela, 2013). 
  
2.3. Creación de la agencia nacional de defensa jurídica del Estado. 
 
La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado es la cabeza sobre la que recae la 
dirección del sistema integrado de defensa jurídica del Estado colombiano que vincula a las 
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entidades del orden nacional y a las del orden territorial que lo requieran en donde se establece 
un solo mecanismo permanente para el desarrollo y ejecución de políticas y estrategias sobre 
defensa jurídica.  
Esta entidad se creó mediante la Ley 1444 de 2011, donde se escindió el ministerio del 
interior y de justicia, dejándole a este ultimo la dirección de las políticas de defensa jurídica 
estatal y se crea la ANDJE como entidad ejecutara de la misma, allí, en el Parágrafo del Articulo 
5, se estipuló que esta entidad es una Unidad Administrativa Especial adscrita al Ministerio de 
Justicia y del Derecho, descentralizada del orden nacional, con personería jurídica, patrimonio 
propio y autonomía administrativa y financiera, que se encarga primordialmente de identificar y 
prevenir el daño antijurídico y de la defensa efectiva de los intereses litigiosos del Estado, 
debiendo para ello realizar minuciosos estudios y análisis a raíz de la información de la cantidad 
de procesos que hay en contra de la nación. 
 
2.3.1. ¿Porque se creó?  
 
Reiterando lo que se explicó al comienzo de este capítulo, con el deficiente sistema de 
defensa judicial operante en Colombia se generaron gran cantidad  de demandas, cuyas 
pretensiones juntas sumaban un monto demasiado alto e irrisorio, que se ha elevado desde el año 
2002 a 2012 de 219.00 millones a poco más de un billón de pesos, es decir, tuvo un crecimiento 
de más del 400 % (ANDJE, 2013b); y que de acuerdo con esto, era predecible que muchas de 
ellas tenían una gran posibilidad de fracaso para el Estado; el gobierno nacional evidenció que la 
gestión jurídica publica estaba muy pobre y desequilibrada; que era notable la necesidad de un 
organismo que desarrolle actuaciones y políticas públicas de prevención del daño antijurídico, de 
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una defensa jurídica fortalecida y organizada que garantice los derechos de la nación y la 
protección del patrimonio público; que era indudable que había una ausencia de la cultura de la 
gerencia administrativa fundamentada en el buen gobierno, cultura esta, que incentive la 
utilización de los mecanismos alternativos de solución de conflictos; y también, que se necesita 
contar con información y estadística acerca de la actividad estatal en materia litigiosa (Veleño, 
2010). 
Por estas razones anteriores, se incorpora la Agencia Nacional como una de las finalidades 
del Plan nacional de desarrollo 2010-2014,  como parte del saneamiento contable de los estados 
financieros de la nación (Ley 1450, 2011, art. 270), objetivo, que como se mencionó en el punto 
anterior, se materializó a través la Ley 1444 de 2011, se estructuró y se definieron sus funciones 
mediante el Decreto 4085 de 2011; y se anexa otra función con la ley 1551 de 2012 que se 




Como ya se ha señalado en este capítulo, al no haber un sistema de defensa jurídica 
netamente concentrado, la ANDJE dirige y coordina estrategias, planes y acciones, cuyo alcance 
está delimitado por el artículo 2 del Decreto 4085 del 2011, a la realización de actuaciones 
dirigidas a proteger los intereses litigiosos de la nación, siendo estos, según lo establece el 
Parágrafo del mismo artículo, los siguientes:  
1. Aquellos en los cuales estén comprometidas las entidades públicas del orden nacional 
siendo parte de un proceso. 
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2. Aquellos en los que se controvierta un acto proferido por entidades públicas del orden 
nacional 
3. Aquellos en los que se discuta la conducta de un servidor público del orden nacional. 
 
Por ello, en el artículo 1 del Decreto 1365 de 2013, compilado por el artículo 2.2.3.2.1 del 
decreto 1069 de 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 
Justicia y del Derecho”, se establece la intervención de la ANDJE en procesos en los que se vean 
inmiscuidos interese litigiosos de la nación,  a raíz de esto, El Consejo Directivo de la ANDJE, 
expidió el acuerdo 01 de 2013,  en donde se estipula que  la agencia participará en los 25 
procesos más cuantiosos contra la nación. 
Asimismo, a parte de la intervención en los procesos administrativos o judiciales contra la 
nación o entidades del orden nacional y que tengan gran impacto fiscal para el Estado, la ANDJE 
tiene como objetivo establecer los lineamiento para que las entidades del orden territorial ejerzan 
su propia defensa jurídica a través de sus comités de conciliación, bajo su supervisión. 
Los criterios de representación de la ANDJE en las entidades del orden nacional o 
territorial se trataran en el titulo siguiente sobre las funciones. 
 
2.3.3. Funciones.  
 
El Decreto Ley 4085 de 2011 es el que regula el funcionamiento estructura y objetivos y 
demás aspectos esenciales de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Las funciones 
de la agencia están  enfocadas en cuatro áreas misionales que están establecidas i) en relación 
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con las políticas; ii) con la coordinación de la defensa, iii) con el ejercicio de la representación, y 
iv) en relación con la gestión del conocimiento y evaluación de la defensa. 
 
2.3.3.1. En relación con las políticas. En este grupo de funciones le corresponde a la 
entidad, la evaluación, formulación,  difusión, diseño, promoción y aplicación de las políticas 
públicas encaminadas a: 
1. La prevención de las conductas públicas antijurídicas, del daño antijurídico y de la 
extensión de los efectos de estos. 
2. El incentivo del uso de los mecanismos de solución alternativa de conflictos. 
3. La participación en los procesos en los cuales la Nación o entidades del orden nacional 
sean parte. 
4. Elaborar estrategias para el cumplimiento de sentencias y conciliaciones, y la 
recuperación del patrimonio público mediante la acción de repetición. 
5. Establecer acciones para mitigar los efectos negativos de los pleitos que se definan como 
prioritarios por su relevancia fiscal. 
6. El aseguramiento de entidades y servidores públicos. 
En este grupo de funciones es importante señalar que la  elaboración de las políticas de 
defensa judicial y prevención de daño antijurídico, le corresponde  desarrollarla a  cada entidad 
estatal a través de su comité de conciliación y defensa judicial, para aplicarla según la actividad 
que ejerza y alcanzar sus propias finalidades, la agencia solo se encarga de guiar a los comités en 
la formulación de la políticas y ayudar a establecer las pautas de cómo aplicar esas políticas una 
vez formuladas (ANDJE, 2013b), pero según el último informe sobre la actividad litigiosa de la 
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nación  expedido por la ANDJE, solamente el 17.5 % de las entidades estudiadas, contaban con 
políticas de prevención y defensa especificas (ANDJE, 2016). 
 
2.3.3.2. En relación con la coordinación de la defensa. El mismo decreto define la 
defensa como el “conjunto de las actuaciones dirigidas a la garantía de los derechos de la Nación 
y del Estado, y de los principios y postulados fundamentales que los sustentan, y a la protección 
efectiva del patrimonio público” las funciones en este aspecto son: 
1. Elaboración de protocolos de obligatorio cumplimiento para quien ejerza la defensa 
jurídica de entidades del orden nacional, encaminados al fortalecimiento de la defensa 
jurídica en los procesos contra el Estado. 
2. Elaboración de instructivos para la aplicación de las políticas de prevención, conciliación 
y gestión de la información. 
3. Difundir cambios normativos, jurisprudenciales y de las políticas señaladas en el anterior 
grupo de funciones. 
Principalmente y como se planteó en el titulo sobre los objetivos de la ANDJE, la 
coordinación de la defensa se dirige a proteger los intereses litigiosos de la nación, siendo estos 
solamente los de las entidades del orden nacional. 
 
2.3.3.3. En relación con el ejercicio de la representación. Este grupo de funciones se 
divide en dos subgrupos conforme a si la representación judicial es nacional o internacional. 
Representación en el territorio nacional: 
1. Asumir la defensa jurídica de las entidades públicas como demandante, demandado o 
cualquier otra condición que prevea la ley, y como interviniente en cualquier tipo de 
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pleito judicial en el que se vean inmiscuidos los intereses de la nación, de acuerdo con 
la importancia del asunto derivada de los siguientes criterios: i) la cuantía de las 
pretensiones; ii) el impacto patrimonial de la demanda; iii) número de procesos 
similares; iv) reiteración de los fundamentos facticos o jurídicos que dan origen al 
pleito; y v) la transcendencia del proceso por creación o modificación de jurisprudencia. 
2. Dar instrucciones para la interposición de acciones de tutela contra sentencia 
condenatoria contra entidades estatales cuando se crea conveniente 
3. Ejercer la insistencia de acciones de tutela para su revisión en la corte constitucional 
4. Participar en los comités de conciliación de entidades del orden nacional 
5. Hacer seguimiento a las acciones de repetición y dar instrucciones para el cumplimiento 
de la misma, o ejercerla directamente cuando las entidades no lo hagan. 
6. La agencia podrá defender los intereses de las entidades territoriales celebrando 
convenios interadministrativos. 
Representación en instancias internacionales: 
El Agencia debe coordinar y asumir la defensa del Estado ante la justicia internacional o 
extranjera acorde a los tratados que regulen la materia, y brindar a poyo al ministerio de 
comercio y turismo en las controversias comerciales internacionales en materia de inversión. 
 
2.3.3.3. Criterios de intervención de la ANDJE. Según lo establece el Acuerdo 01 de 
2013, expedido por la ANDJE, esa representación la hace la Agencia después de establecer 
cuáles son los veinticinco procesos más cuantiosos para la nación y evaluándolos según los cinco 
criterios que se señalaron en el punto anterior, que básicamente son la complejidad (impacto 
fiscal) y recurrencia (reincidencia de los fundamentos facticos), para determinar en cual de esos 
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casos ejercer la representación judicial, si en algunos casos no resulta procedente la 
representación, la agencia emite las recomendaciones a las entidades para que realicen una 
defensa judicial eficiente, además de que puede escoger las entidades del orden nacional en las 
cuales pueda ser parte del comité de conciliación con voz y voto.  
Asimismo, la ANDJE escogerá las 10 entidades nacionales con mayor número de procesos 
en su contra, para analizar cuáles son las causas que originan los originan y así 
recomendaciones generales que fortalezcan la defensa frente a las causas identificadas. 
En cuanto a las entidades del orden territorial, puede representarlas, puede participar en sus 
comités de conciliación con voz pero sin voto si estas lo solicitan, previa evaluación de la 
ANDJE, suscribiendo un convenio interadministrativo; pero en los informes de gestión 
trimestrales de la ANDJE no se observa dato alguno sobre la participación en entidades 
territoriales, por lo que puede inferirse que son pocos o nulos los casos en los que la Agencia 
interviene en las entidades territoriales.  
 
Otra última función que tiene la agencia es la de dar asesoría en los litigios de municipios 
de cuarta, quinta y sexta categoría tal y como se establece en los artículos 46 la ley 1551 de 2012 
y 2.2.3.3.1. Del Decreto 1069 de 2015, pero, esta asesoría se brinda solo mediante 
recomendaciones en materia de procesos contra el Sistema General de Participación y rentas 
propias, con destinación específica para el gasto social de los municipios, para su representación 
judicial, igualmente se debe suscribir el respectivo convenio interadministrativo (Decreto 
Reglamentario 058, 2014). 
Como se acabó de ver, las funciones de la ANDJE están orientadas al modelo de defensa 
judicial adoptado en nuestro país, el cual es hibrido, estas no se encaminan a ejercer la defensa 
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jurídica de las entidades del Estado del orden nacional y territorial interviniendo directamente, 
salvo los casos que expresamente se señalaron, sino que  la agencia se encarga dirigir, coordinar 
y guiar a los comités de conciliación de las entidades públicas. 
 
2.4Comites de conciliación de entidades públicas 
 
En lo que va de este capítulo, se ha hablado tanto del sistema de defensa jurídica estatal en 
general, como de la ANDJE, entidad encargada de dirigirla y actuar en los grandes procesos 
contra entidades públicas del orden nacional; pero en cuanto a las del orden territorial, de la 
elaboración, aplicación y ejecución de políticas de defensa judicial, se encargan los comités de 
conciliación y defensa judicial de las mismas entidades, claramente siguiendo las pautas que fije 
la ANDJE. 
Los comités de conciliación están regulados por los Decretos 1716 de 2009, 1069 de 2015 
“por medio del cual se expide el decreto único reglamentario del sector justicia y del derecho” y 
1167 de 2016 que modifica algunas disposiciones del anterior decreto. Para algunos, su creación 
es una de las más grandes innovaciones del derecho administrativo en cuanto a que las 
decisiones en materia de conciliación y defensa judicial, pasaron de recaer exclusivamente en el 
representante legal de la entidad estatal, a un cuerpo colegiado  (Procuraduría General de la 
Nación, s.f.). También, la doctrina jurídica establece que a pesar de esta novedad, no se están 
planteando las funciones correctas para lograr sus fines. (Torres, Op.Cit). 
Estos comités son una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y 
formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la 
entidad (Decreto 1069, 2015, art. 2.2.4.3.1.2.2.). 
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En cuanto al ámbito de aplicación de las normas sobre los comités de conciliación, se debe 
decir que estas son de obligatorio cumplimiento para i) las entidades derecho público; ii) los 
organismos públicos del orden nacional, departamental, distrital; iii) los municipios que sean 
capital de departamento; iv) y los entes descentralizados de estos mismos niveles. 
En aquellas entidades donde no exista la obligación de constituir comités de conciliación y 
no se haya hecho de forma facultativa, las funciones de que trata este artículo serán asumidas por 




El artículo 2.2.4.3.1.2.3. del decreto 1069 de 2015  modificado por el  artículo 2 del decreto 
1167 de 2016, establece que estos comités estarán conformados por los siguientes funcionarios 
de forma permanente y quienes tendrán voz y voto. 
1. El jefe, director, gerente, presidente o representante legal del ente respectivo o su 
delegado. 
 2. El ordenador del gasto o quien haga sus veces. 
 3. El Jefe de la Oficina Jurídica o de la dependencia que tenga a su cargo la defensa de los 
intereses litigiosos de la entidad. En el Departamento Administrativo de la Presidencia de 
la República, concurrirá el Secretario Jurídico o su delegado. 
 4. Dos (2) funcionarios de dirección o de confianza que se designen conforme a la 
estructura orgánica de cada ente. 
En los municipios de 4ta 5ta y 6ta categoría y para los efectos de asesoría que brinde la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado a estos municipios en materia de defensa 
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judicial, el comité de conciliación lo conformará solo el alcalde, el jefe de la oficina jurídica a 
quien se le asigne la función de la defensa judicial del municipio y el encargado del manejo del 




Como parte del sistema de defensa jurídica del Estado, a los comités de conciliación les 
corresponde la optimización de la defensa judicial y garantizar una eficiente y eficaz gerencia 
jurídica pública de la entidad de la que hacen parte, por ello, se destacan las siguientes funciones: 
1. Formular y ejecutar políticas de prevención del daño antijurídico. 
2. Diseñar las políticas generales que orientarán la defensa de los intereses de la entidad. 
3. Determinar las causas generadoras de los conflictos;  
4. establecer el índice de condenas; los tipos de daño por los cuales resulta demandado o 
condenado.  
5. Fijar directrices institucionales para la aplicación de los mecanismos de arreglo directo, 
tales como la transacción y la conciliación 
6. Determinar, la procedencia o improcedencia de la conciliación y señalar la posición 
institucional que fije los parámetros dentro de los cuales el representante legal o el apoderado 
actuará en las audiencias de conciliación.  
7. Evaluar los procesos que hayan sido fallados en contra de la entidad con el fin de 
determinar la procedencia de la acción de repetición  
8. Determinar la procedencia o improcedencia del llamamiento en garantía con fines de 
repetición. 
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9. Definir los criterios para la selección de abogados externos que garanticen su idoneidad 
para la defensa de los intereses públicos y realizar seguimiento sobre los procesos a ellos 
encomendados.  
De lo anterior puede deducirse que las funciones de los comités de conciliación también se 
agrupan en ejes misionales así mismo como la ANDJE, en este caso estos son: 
 Gestión de prevención del daño antijurídico. 
 Mecanismos Alternativos para la solución de conflictos (MASC) 
 Defensa judicial. 
 La decisión particular y concreta sobre la procedencia de la acción de repetición y el 
llamamiento en garantía con fines de repetición.  
 
La ANDJE establece las pautas para que los comités de conciliación elaboren sus políticas 
de defensa en cuanto a estas cuatro áreas misionales, pero como ya se dijo paginas atrás 
solamente el 17,2 % de las entidades estudiadas por la ANDJE, contaban con políticas de 
prevención del daño antijurídico y defensa, además de que en el informe de rendición de cuentas 
del año 2014 de la ANDJE, de 8 entidades del orden nacional estudiados, con 13.702 sentencias 
y conciliaciones pagadas, solo se estudió la viabilidad de la repetición en 12.150 casos. 
Las normas que regulan el funcionamiento de los comités de conciliación, los constituyen 
como espacios de planeación estratégica de la gestión de la defensa jurídica de cada entidad pero 
en la realidad son solo instancias que verifican los planteamientos de los abogados sobre las 
conciliaciones, y la determinación de la procedencia de la acción de repetición (ANDJE, 2016). 
 
 
Formulación de propuesta para el mejoramiento de la acción de repetición desde el sistema de defensa jurídica del Estado 
57 
 
2.4.3. Principales falencias 
 
En el Modelo Optimo de Gestión, desarrollado por la ANDJE (2016) se establecen las 
problemáticas por las cuales los comités de conciliación son débiles en su funcionamiento, allí se 
establece que los comités no cumplen con las funciones encomendadas a causa de i) debilidades 
en su integración, ii) falta de tiempo y compromiso de sus integrantes, iii) debilidades en el 
funcionamiento de las secretarias técnicas, y iv) carencias de herramientas de gestión que les 
permita realizar seguimientos en la entidad en la gestión del ciclo de defensa, como mapas de 
riesgo y planes de trabajo. Esta gestión actual de los comités de conciliación, y la falta de 
estrategias para abordar el ciclo de defensa jurídica del Estado, hacen que el comité de 
conciliación, parte fundamental del sistema integrado de defensa jurídica del Estado, tenga un 
impacto mínimo en esta defensa.  
En este punto ya queda claro cómo está conformada la estructura de nuestro sistema de 
defensa jurídica estatal, el modelo operante en Colombia y las finalidades y funciones de las 
entidades encomendadas para realizar la labor de defender las arcas públicas, teniendo a la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y a los comités de conciliación y defensa 
judicial de las entidades públicas, como instituciones que sostienen y ponen en marcha este 










Funciones de la ANDJE y los comités de conciliación específicamente en la acción de 
repetición 
 
Llegado este punto de la investigación, se debe establecer la relación existente entre el 
sistema de defensa jurídica del Estado y la acción de repetición. En los capítulos anteriores ya  se 
abordaron de manera general estas dos figuras, por eso, en el presente punto, se analizaran las 
funciones específicas de las instituciones que conforman el sistema de defensa jurídica del 
Estado en la acción de repetición, este sistema, como ya ha quedado claro, está conformado por 
la ANDJE y los comités de conciliación y defensa jurídica de las entidades públicas, seguido de 
este análisis, se dilucidaran las falencias de cada una de estas instituciones para finalmente 
proponer el mejoramiento basado en lo analizado. 
 
3.1 Funciones de la ANDJE con respecto a la acción de repetición 
 
Después de analizar en el capítulo anterior las  funciones generales de la ANDJE como 
parte del sistema de defensa jurídica del Estado, observamos que ésta entidad, para ejercer una 
defensa eficaz, ópera según el ciclo de defensa jurídica, este se basa en la prevención del daño 
antijurídico (ver grafica No. 1) y que como ya se trató, consta de las etapas de actuaciones 
prejudiciales (MASC); proceso judicial; de cumplimiento y pago; y por último  de la etapa de 
acción de repetición y recuperación del recurso público, es en torno a esta última etapa que se 
analizan las funciones de la ANDJE en el presente punto. 
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En el Decreto 4085 de 2011 se regula por  primera vez el tema de la acción de repetición 
en cabeza de la ANDJE, así  como sus objetivos y la estructura de esta institución. De esta forma 
en el artículo 2 además de establecer el objetivo, se estipula en el literal c) lo que debe 
entenderse por los  intereses litigiosos dentro de los cuales se enmarca la conducta antijurídica de 
los servidores públicos que genera la responsabilidad del Estado. 
 
“Artículo 2°. Objetivo. 
(…) 
Parágrafo. Para efectos este decreto, entiéndase por intereses litigiosos de la 
Nación, los siguientes: 
(…) 
c) Aquellos relacionados con procesos en los cuales se controvierta una 
conducta de un servidor público del orden nacional.” 
 
Allí, se hace alusión a la acción de repetición, pues es este el medio de control con el que 
se controvierte la conducta de los servidores públicos. 
En este mismo Decreto, en el artículo 3 se menciona el alcance de la defensa jurídica del 
Estado y esboza todas las actividades relacionadas con ella, una de las cuales la establece 
el  numeral 7, que estipula como finalidad de la defensa jurídica la recuperación de los 
recursos públicos por la vía de acción de repetición.  
 
“Artículo 3°. Alcance de la Defensa Jurídica del Estado. Para efectos del 
presente decreto, entiéndase la defensa jurídica de la Nación como el conjunto de 
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las actuaciones dirigidas a la garantía de los derechos de la Nación y del Estado 
y de los principios y postulados fundamentales que los sustentan, y a la 
protección efectiva del patrimonio público. 
La defensa jurídica de la Nación comprende todas las actividades relacionadas 
con:  
(vii) la recuperación de dineros públicos por la vía de la acción de repetición.” 
 
Posteriormente, en el numeral 1 del artículo 6 ya se establece la acción de repetición 
claramente como una función propia de la ANDJE, en cuanto a las políticas públicas que 
desarrolla la misma,  en los siguientes términos: 
 
“Artículo  6°. Funciones. La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
cumplirá las siguientes funciones: 
1. En relación con las políticas.  
(…) 
(iv) Diseñar y proponer estrategias, planes y acciones para el cumplimiento de 
sentencias y conciliaciones y la recuperación de dineros públicos por la vía de la 
acción de repetición”. 
 
Luego, en los literales i y ix del numeral 3 del mismo artículo, se plasma la función 
principal, la cual es en relación con el ejercicio de la representación, pues allí se determina la 
intervención de la Agencia en la acción de repetición: 
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 “3. En relación con el ejercicio de la representación:  
(i) Asumir, en calidad de demandante, interviniente, apoderado o agente y en 
cualquier otra condición que prevea la Ley, la defensa jurídica de las entidades y 
organismos de la Administración Pública, y actuar como interviniente en 
aquellos procesos judiciales de cualquier tipo en los cuales estén involucrados 
los intereses de la Nación. 
  (…) 
(ix) Hacer seguimiento al debido ejercicio de la acción de repetición por parte 
de las entidades del orden nacional y dar instrucciones a las entidades para que, 
de conformidad con la ley, instauren acciones de repetición por el pago de 
sentencias y conciliaciones de carácter indemnizatorio causadas por dolo o culpa 
grave de los agentes estatales, o interponerlas directamente cuando la entidad u 
organismo del orden nacional no las ejerzan habiendo lugar a ello”. 
 
En el literal i se establece la intervención de la Agencia en los procesos de repetición, pues 
allí se estipula que esta puede intervenir en cualquier tipo de proceso de responsabilidad estatal 
de entidades nacionales. Esta intervención, como ya se trató en el capítulo anterior de manera 
general, se realiza seleccionando las entidades que pueden ser objeto de ese acompañamiento, 
según los criterios de selección que básicamente son (i) la complejidad (impacto fiscal) y (ii) la 
recurrencia (fundamentos facticos similares) de los procesos de repetición, con esto, la ANDJE 
selecciona 5 entidades con las que se analiza la temática, cuantía e instancia de los procesos que 
puedan ser objeto de apoyo, acompañamiento e intervención, es decir, no opera sobre todos los 
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procesos de repetición de esas entidades, sino sobre los que la ANDJE considere como 
prioritarios. (ANDJE, 2016b). 
Esta función también aparece en la Ley 678 de 2001 que regula la acción de repetición, 
específicamente en el numeral 2 del artículo 8, en el  cual  se expone que la ANDJE tiene 
legitimación en la causa por activa de forma supletoria, esto es, como ya se explicó en el capítulo 
primero, que la agencia instaura la acción de repetición cuando la entidad facultada para 
ejercerla, no la hace, sin embargo, no se  especifica el ámbito de  aplicación; mientras  que, en el 
Decreto objeto de análisis se estipula que esta función de la ANDJE solo opera para entidades  
de orden nacional y bajo esos criterios de selección. 
 
Conforme al literal ix, la Agencia hace el seguimiento a las decisiones de repetir, de las 10 
entidades que selecciona con mayor número de decisiones, teniendo como criterios de selección, 
(i) la cantidad de decisiones reportadas y (ii) las cuantías de estas decisiones, en los casos en que 
se reporte solo una decisión,  en este seguimiento, la ANDJE establece en qué casos 
efectivamente se interpone la acción, en cuales aún no se hace o no se decide interponer la 
acción. 
Para poder desarrollar estas funciones, la ANDJE, mediante la facultad que le da el 
numeral 16 del artículo 11 del Decreto ley 4085 de 2011, creó un Grupo Interno de Trabajo, el 
cual se encarga entre otros aspectos de la recuperación de los recursos públicos y la acción de 
repetición, es decir, es el grupo que ejecuta las funciones anteriormente citadas. 
Este grupo de trabajo, en materia de repetición, se encarga de colaborar en la formulación 
de estrategias para hacer seguimiento a la acción de repetición cuando es interpuesta de forma 
residual por la ANDJE; realizar las gestiones para evitar el incumplimiento de las entidades 
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frente a la repetición; y apoyar la selección de casos y realización de estudios para la 
interposición de la acción de reposición sea como competencia residual o no. (Resolución 254, 
2014, articulo 4,  numeral 3. Expedida por la ANDJE). 
 
3.1.1 Falencias de la acción de repetición desde la ANDJE 
 
De acuerdo con lo acabado de analizar, la ANDJE se encarga de defender solamente los 
intereses litigiosos de la nación, que se encuentran estipulados en el artículo 2 del Decreto Ley 
4085 de 2011 y Acuerdo 01 de 2013, los cuales se acabaron de enunciar, que son  aquellos en los 
que solo se vea inmiscuida una entidad del orden nacional.  
Se evidencia que las funciones principales de la ANDJE, que son las encaminadas a la 
intervención directa de la agencia en la acción de repetición, solamente se limitan a los procesos 
en los que se vean involucradas entidades públicas del orden nacional, y que además, cumplan 
con los criterios de selección con los que la Agencia escoge las entidades o procesos que puedan 
ser objeto de representación, del literal (i) del numeral 3 del artículo 6 del Decreto 4085 de 2011 
y del Acuerdo 01 de 2013 de la ANDJE. 
Por lo acabado de mencionar, se observa que la intervención directa de la Agencia tiene 
unas restricciones, en primer lugar, se necesita que la entidad sea del de orden nacional, para que 
se pueda intervenir o hacer seguimiento, y en segundo lugar, estas entidades deben cumplir los  
requisitos nombrados anteriormente, evidenciándose que la intervención en el orden nacional es 
limitada; además, esa intervención no se extiende a las del orden territorial. 
Asimismo, opera en el evento en que la Agencia tiene competencia residual en la acción de 
repetición, esto es,  que la agencia puede ejercer la acción cuando la entidad pública legitimada 
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para ello no lo haga (Ley 678, 2001, articulo 8, numeral 2), pero esta facultad, la ANDJE la tiene 
específicamente para las entidades del orden nacional (Decreto Ley 4085, 2011, articulo 6, 
numeral 3). 
Conforme a este punto, también se observa que la función de la ANDJE en la recuperación 
del recurso público y acción de repetición es limitada, porque solo aplica para entidades de orden 
nacional que cumpla ciertos requisitos y no opera en las entidades del orden territorial. 
Se debe recalcar que esta no es una falencia de la ANDJE directamente como tal, pues 
estas funciones son acordes al modelo de defensa bajo el cual fue creado,  afín a la forma de 
Estado colombiano unitario, descentralizado territorialmente y por servicios, por ello, retomando 
lo explicado en el capítulo 2, el sistema integrado de defensa jurídica del estado actual se creó 
conforme al modelo hibrido de defensa jurídica estatal, recordemos que en este modelo las 
entidades públicas ejercen su propia defensa jurídica pero con la dirección y supervisión de un 
ente externo que en el caso particular es la ANDJE. 
Este modelo de defensa jurídica ha sido eficaz en cuanto a las etapas de actuaciones 
prejudiciales (MASC); proceso judicial; de cumplimiento y pago del ciclo de defensa jurídica 
estatal, dando muy buenos resultados, pues para el año 2015, según el Informe de Rendición de 
Cuentas para la Audiencia Pública de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
presentado en marzo de 2016, se logró un ahorro para el Estado de 25,92 billones de pesos, lo 
que representa una tasa de éxito del 63,64%, es decir se evitó una tremenda condena contra el 
Estado, que dado el evento que salieran avante esas pretensiones quizás no se haya podido 
recuperar lo pagado por la ineficaz figura de la repetición. 
Pero a pesar del éxito que ha tenido el sistema de defensa jurídica estatal en las 
mencionadas etapas del ciclo de defensa, esto no ha sido así en cuanto a la recuperación de 
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recursos públicos por vía de acción de repetición, retomando las cifras que se expusieron en el 
punto 1.3. de esta investigación, según lo estableció la Contraloría General de la Republica en el 
Análisis De La Aplicación de la Acción de Repetición en las Entidades del Sector Defensa, 
Justicia Y Seguridad 2010-2015, del total de condenas que el Estado tuvo en su contra, solo se 
interpuso acción de repetición en el 22% de ellas, y de estas, solo prosperan 3 de cada 85 
acciones. Además, la ANDJE no menciona cifras concretas ni porcentajes de tasa de éxito en sus 
informes de gestión o de rendición de cuentas  en materia de repetición, después de casi 6 años 
de su creación, como si lo hace con las etapas que sí han obtenido buenos resultados en la 
defensa de los intereses estatales. 
Acorde a lo expresado, la ANDJE no ha obtenido los resultados esperados en materia de 
repetición en sus años de funcionamiento, entonces en esta investigación se toma como la 
falencia de este punto la limitación que tienen las funciones de la ANDJE frente a la 
recuperación del patrimonio pública por vía de acción de repetición, es decir, que más 
ampliamente, la falencia es la desconcentración del modelo de defensa jurídica estatal adoptado  
en Colombia solo en la etapa de repetición. 
Pero se debe tener en cuenta que la ANDJE no opera sola en la defensa de los intereses 
estatales, lo que nos hace depender en este punto, del análisis del punto siguiente que es el 
relativo a los comités de conciliación por lo tanto, esta falencia va íntimamente ligada a la que se 
dilucide a continuación. 
 
3.2. Funciones de los comités de conciliación con respecto a la acción de repetición 
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En este punto, la temática se abordará de forma similar al anterior. En el capítulo dos de 
esta investigación, se analizó lo concerniente a los comités de conciliación desde una perspectiva 
general, ya en este, se estudian sus funciones específicas en materia de acción de repetición. 
Para este análisis, inicialmente, se tiene el inciso 2 del artículo 4 de la ley 678 de 2001 por 
medio del cual se reglamenta la acción de repetición, el articulo versa sobre la obligatoriedad de 
las entidades públicas para ejercer la acción de repetición, y en el inciso 2, se habla del deber del 
comité de tomar la decisión con respecto de si hay merito o no para ejercer esta acción. 
 
“ARTÍCULO  4º. Obligatoriedad.  
(…) 
El comité de conciliación de las entidades públicas que tienen el deber de 
conformarlo o el representante legal en aquellas que no lo tengan constituido, 
deberá adoptar la decisión respecto de la acción de repetición y dejar constancia 
expresa y justificada de las razones en que se fundamenta.” 
 
Luego, tenemos el Decreto 1069 de 2015, que como ya se citó en el capítulo precedente, es 
el decreto único que reglamenta el sector justicia y del derecho, por lo tanto regula lo 
concerniente a los comités de conciliación entre otros aspectos; en cuanto a su papel en la acción 
de repetición se establecen la siguiente función: 
 
“Artículo 2.2.4.3.1.2.5. Funciones. El Comité de Conciliación ejercerá las 
siguientes funciones: 
(…) 
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6. Evaluar los procesos que hayan sido fallados en contra de la entidad con el fin 
de determinar la procedencia de la acción de repetición e informar al Coordinador 
de los agentes del Ministerio Público ante la Jurisdicción en lo Contencioso 
Administrativo las correspondientes decisiones anexando copia de la providencia 
condenatoria, de la prueba de su pago y señalando el fundamento de la decisión en 
los casos en que se decida no instaurar la acción de repetición”. 
 
Esta función es de importancia para el correcto funcionamiento de la acción de repetición, 
pues allí es donde se establece, acorde al estudio de los procesos fallados contra la entidad, si hay 
o no mérito para instaurarla. 
Estos estudios que debe hacer el comité, deben centrarse básicamente en verificar i) la 
existencia de las presunciones legales de dolo y culpa grave (Ley 678, 2001, artículos 5 y 6), ii) 
que se haya realizado el pago de la obligación por parte del Estado; y iii) que no haya vencido 
el termino para el ejercicio de la repetición. (Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio 
Civil, 11001-03-06-000-2012-00056-00 (2110), 2012). 
Asimismo, la sala de consulta y servicio civil del Consejo de Estado en sentencia bajo 
radicación número 1634 del 28 de abril de 2005 con Consejera ponente Gloria Duque 
Hernández, estableció los siguientes criterios para determinar la procedencia de la repetición: 
 Verificar, si el fundamento de la responsabilidad imputada al Estado, fue el dolo o la 
culpa grave del servidor o ex servidor público o del particular en ejercicio de funciones públicas.  
 Corroborar si la conducta del agente se subsume en alguna de las presunciones de dolo o 
culpa grave descritas en la ley 678 de 2001.  
 Examinar si se dan los supuestos fácticos en que se basan las presunciones legales.  
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 Recaudar las pruebas con que cuenta la entidad, para que obren en la demanda que al 
efecto se instaure.  
 Analizar los aspectos procesales previstos en la ley, en particular, el relativo a la 
caducidad de la acción. 
Para la realización de estos estudios, el mismo decreto dispone un término para elaborarlos 
que se observa en el siguiente artículo: 
“Artículo 2.2.4.3.1.2.12. De la acción de repetición. Los Comités de Conciliación de las 
entidades públicas deberán realizar los estudios pertinentes para determinar la procedencia de la 
acción de repetición. 
Para ello, el ordenador del gasto, al día siguiente del pago total del capital de una condena, 
de una conciliación o de cualquier otro crédito surgido por concepto de la responsabilidad 
patrimonial de la entidad, deberá remitir el acto administrativo y sus antecedentes al Comité de 
Conciliación, para que en un término no superior a seis (6) meses se adopte la decisión motivada 
de iniciar o no el proceso de repetición y se presente la correspondiente demanda, cuando la 
misma resulte procedente, dentro de los tres (3) meses siguientes a la decisión. 
Parágrafo. La Oficina de Control Interno de las entidades o quien haga sus veces, deberá 
verificar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en este artículo.” 
Allí se establecen los plazos del comité, que son de 6 meses para tomar la decisión de si 
interpone o no la acción de repetición, y de 3 meses para instaurarla después de que la decisión 
tomada sea la de ejercer la acción, y el cumplimiento de esto debe ser verificado por la Oficina 
de Control interno de la respectiva entidad. 
En cuanto a la secretaría técnica del comité, su función en la acción de repetición es la 
siguiente: 




“Artículo 2.2.4.3.1.2.6. Secretaría Técnica. Son funciones del Secretario del 
Comité de Conciliación las siguientes. 
(…) 
4. Informar al Coordinador de los agentes del Ministerio Público ante la 
Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo acerca de las decisiones que el 
comité adopte respecto de la procedencia o no de instaurar acciones de 
repetición”. 
 
Quienes integren los comités de conciliación deben cumplir con estas funciones para el 
adecuado uso de la acción de repetición, como lo son el estudio para determinar la procedencia 
de la acción de repetición, respetando los términos fijados para ello y para ejercerla. Todo este 
estudio, debe realizarse dejando la constancia justificada de las razones en que se fundamenta la 
decisión de iniciar o no la acción de repetición informando al ministerio público sobre la 
decisión tomada, además la oficina de control interno de la respectiva entidad, o quien haga sus 
veces se debe encargar de verificar el cabal cumplimiento de lo anterior. 
 
3.2.1. Falencias de la acción repetición desde los comités de conciliación  
 
Se avizora de lo anterior, que los comités de conciliación, tienen una función primordial en 
la recuperación del patrimonio público por  vía de la acción de repetición, pues allí es donde nace 
la determinación de interponerla, estos, tienen toda la incidencia sobre este medio de control 
desde que la respectiva entidad realiza el pago de la condena o conciliación, pasando por el 
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estudio para determinar si de esa condena hay mérito para entablar la acción de repetición, 
además de que como son los encargados de elaborar las políticas de defensa jurídica de la 
respectiva entidad, inciden en la actuación en los estrados judiciales, aunque en esta última etapa, 
en poquísimas excepciones actúa la ANDJE como quedo explicado en el punto anterior. 
Esto es así porque sobre las entidades públicas, a través de su comité de conciliación, recae 
la legitimación en la causa por activa al ser la parte directamente afectada a raíz del pago de una 
sentencia o conciliación, por ello, son estos comités los que tienen gran incidencia en la eficacia 
de la acción de repetición.  
En este orden de ideas, se debe decir que en el desarrollo de la acción de repetición hay 
diversos filtros que pueden impedir que esta lleve a cabo su finalidad la cual es la recuperación 
del recurso público a través de una condena a un agente estatal, el primero de estos filtros se 
origina después del cumplimiento del pago de la sentencia o conciliación al momento en que se 
estudia la respectiva condena para establecer si hay merito o no para ejercer la repetición; y  el 
segundo se da después de que se toma la decisión de repetir, en el momento en que se ejerce la 
repetición ante la jurisdicción administrativa. 
Teniendo en cuenta estos filtros, debe traerse a colación un punto del capítulo 1 de esta 
investigación que versa sobre la acción de repetición en general, donde se expusieron las 
falencias que diversos autores han establecido en torno a esta; allí se menciona a los comités de 
conciliación como principal motivo de la ineficacia del medio de control de repetición, y esto es 
primariamente por la falta de objetividad de estos comités al momento de calificar la conducta 
del funcionario público, y esto tiene una irrefutable razón la cual es que estos comités están 
integrados por los mismo funcionarios de la entidad, quienes son los compañeros del agente al 
que se le está calificando la conducta, y que además de esto, pueden existir lazos políticos, de 
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amistad o de dependencia en la misma entidad de unos con los otros, asimismo, quien supervisa 
los términos para estudiar y ejercer la acción es la oficina de control interno disciplinario de la 
misma entidad, claramente conformada por miembros de la misma entidad, valga la redundancia, 
lo que hace que se afecte gravemente la obligatoriedad de la acción y que se genere allí el primer 
filtro que detiene la correcta recuperación del erario público.  
A pesar de que en la norma se establece que el comité de conciliación debe informar al 
ministerio público de las decisiones tomadas en torno a establecer si hay merito o no para 
entablar la repetición, en la práctica acorde a las  alarmantes cifras de la poca recuperación del 
recurso público gastado en sentencias o conciliación, es evidente que no se está haciendo algo al 
respecto; así, todas las razones anteriores, son las que demuestran los datos de la poca 
interposición de las acciones de repetición. 
Conforme al segundo filtro, la falta de imparcialidad de los comités se extiende aun 
después de tomada la decisión de interponer la acción, esto es, ya en los estrados judiciales, si 
bien los comités de concilian no representan judicialmente a la entidad, si tienen injerencia en 
este proceder, puesto que son estos quienes se encargan de la gestión en cuanto a la elaboración 
de las políticas de defensa jurídica del ente estatal; en esta etapa se sigue demostrando la 
inoperancia en la repetición por parte de las entidades estatales mientras que en la defensa que 
ejercen en las demás etapas del ciclo de defensa jurídica poco a poco se comienzan a percibir 
buenos resultados, pues la contraparte de la entidad en esas etapas no es su propio funcionario 
sino un tercero ajeno a ella; además quienes actúan en los procesos judiciales de repetición, son 
los abogados de la misma entidad, y las cifras demuestran que la actuación en las acciones de 
repetición es pésima; en este punto vale recordar el severo llamado de atención por parte de la 
sección tercera del consejo de estado a las entidades estatales en la sentencia 46162 de 2013, 
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cuyo consejero ponente fue Jaime Orlando Santofimio, por la falta de vigilancia y control de la 
actividad procesal y la forma descuidada y poco diligente que estas entidades ejercen su defensa. 
Por lo tanto, se tiene como la principal falencia por las razones expuestas, la falta de 
parcialidad del comité de conciliación frente al ejercicio de la acción de repetición, que origina 
que esta sea ineficaz desde el momento en que culmina la etapa del ciclo de defensa jurídica de 
cumplimiento y pago de la sentencia o conciliación en contra la entidad, hasta el momento en 
que hay un fallo absolutorio para con el funcionario investigado, por ello se dilata el buen 
desempeño de la repetición. Así, este segundo filtro es el que evidencia el mal desempeño de la 
defensa de las entidades públicas. 
 
3.3. Propuesta de mejoramiento. 
 
De acuerdo con lo analizado anteriormente,  el sistema integral de defensa jurídica del 
Estado, está compuesto por dos instituciones, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado y  los Comités de Conciliación y Defensa Judicial de las Entidades Públicas, instituciones 
que propenden por lograr un mismo fin, el cual es, defensa jurídica efectiva del Estado. 
Sin embargo, acorde a la investigación realizada, las funciones que ejerce cada una de estas 
instituciones frente a la Acción de Repetición, se encuentra en una balanza desnivelada por las 
siguientes razones: i)  la ANDJE tiene limitaciones en sus funciones frente al ejercicio de la 
acción de repetición, por el modelo adoptado, hibrido, de acuerdo con la forma de organización 
del Estado colombiano; y por otro lado,  ii) a los Comités de Conciliación y Defensa Jurídica y 
las Entidades Públicas  se le adjudican funciones que no cumplen de manera objetiva e imparcial, 
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y las entidades públicas están ejerciendo una pésima defensa, de acuerdo con lo analizado en 
capítulos precedentes. 
Este desequilibrio desemboca inevitablemente en la ineficacia e inoperancia de la acción 
de repetición, provocando que esta herramienta no sea efectiva, y se generen situaciones como 
no hacer uso de la acción de repetición o cuando se utiliza no se logre una sentencia satisfactoria;  
situaciones  que originan  que el Estado, que fuere condenado a causa de un daño antijurídico 
causado por un funcionario que ha obrado con dolo o culpa grave, pierda gran parte de su 
presupuesto.  
Por lo tanto, la propuesta de mejoramiento que se debe plantear, no recaería en una u otra 
institución sino que tiene que ir ligada íntimamente entre la ANDJE, Comités de Conciliación y 
las Entidades Públicas de las que hace parte estos Comités,  para lograr integralidad en la mejora 
del sistema de defensa jurídica estatal frente a la acción de repetición. 
De esta manera, en el presente trabajo se propone equilibrar las funciones de estas  
instituciones frente a la acción de repetición, para lograr que esta figura jurídica sea más efectiva 
y funcione de manera más adecuada logrando los fines para lo cual fue creada; para ello se 
propone que algunas de las funciones que se encuentran en cabeza del Comité de Conciliación y 
las Entidades Públicas  se cedan a la ANDJE. 
Partiendo de la base de que los Comités de Conciliación tienen más funciones y 
responsabilidad frente a la acción repetición, se debe establecer que aspectos o funciones este 
debe ceder a la ANDJE y de qué manera esta última puede adoptar estas funciones que sean 
compatibles con su naturaleza, que se basa en modelo de defensa jurídica hibrido (entre 
desconcentrado y concentrado). 
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De esta forma se procederá a proponer que funciones debería asignársele a la ANDJE, para 
posteriormente indicar las razones por las cuales deben realizarse este tipo de cambios  y como 
esto mejoraría en la efectividad de la acción de repetición. 
La  función que los Comités de Conciliación deben ceder a la ANDJE  es la que consiste 
en el estudio para calificar  la conducta del servidor público  y determinar si existe mérito para 
ejercer la acción de repetición. 
Otra función que debe cederse a la ANDJE es la que ejercen las Entidades Públicas una 
vez instaurada la acción de repetición, para que le corresponda a la ANDJE la defensa en sede 
judicial de estas entidades, independientemente, de acuerdo con unos parámetros que 
posteriormente indicaremos. 
Debido a la importancia de la acción de repetición dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano, por el alto impacto que genera en las arcas públicas su mal desempeño, la ANDJE 
debe  adoptar las funciones anteriormente mencionadas, las cuales no afectan la naturaleza 
hibrida de esta institución, dado que esta naturaleza hibrida permite ampliar las funciones y la 
competencia con respecto al ejercicio de la acción de repetición, además de que en las demás 
etapas del ciclo de defensa jurídica, la ANDJE está demostrando buenos resultados. 
Como se vio al comienzo de este capítulo, las normas que actualmente regulan las 
funciones de la ANDJE, determinan que la protección que estas ejercen se concentra 
principalmente en los intereses  litigiosos de la nación, es decir, su competencia solo abarca a 
entidades estatales del orden nacional.  
De ahí que la función que ejerce actualmente la ANDJE es residual, recae sobre la 
determinación de intervenir judicialmente en una entidad del orden nacional, ya sea como 
demandante, apoderado o asesor, solo de acuerdo con los criterios de selección estipulados en el 
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literal i del numeral 3 del artículo 6 del Decreto 4085 de 2011 que son los que establecen la 
relevancia de una entidad estatal para la ANDJE 
En el siguiente cuadro se resume como está organizada la función de repetición en el 
sistema de defensa jurídica del Estado actualmente: 
 
Cuadro 2. Organización de la función de repetición en el sistema de defensa jurídica 
del Estado 
Controversia de conducta 
de servidor público de 
orden: 




relevancia para el Estado. 




-Hace seguimiento a la 
acción de repetición. 
NACIONAL Que no se 
seleccione como relevante 
para el Estado. 




si la entidad pública lo 
requiere, previo estudio de 
la ANDJE 





judicialmente solo si la 
entidad pública territorial lo 
solicita, previa evaluación 
de la ANDJE. 
 
En la columna izquierda observamos el orden a la cual pertenece el servidor público objeto 
de controversia, ya sea perteneciente a i) entidad pública del orden nacional que tienen 
relevancia para el Estado, es decir, aquellos asuntos que tienen gran importancia fiscal, que 
cumplan con los criterios de selección del articulo i del numeral 3 del artículo 6 del Decreto 4085 
de 2011 y acuerdo 01 de 2013, como condenas repetitivas o muy cuantiosas, entre otros 
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aspectos; ii) del orden nacional que no son seleccionadas como relevantes, que son el resto de 
asuntos que no están bajo esos criterios de selección; y finalmente los iii) de orden territorial. 
En las columnas del centro y la derecha se observan las funciones de los comités de 
conciliación y/o entidades públicas; y la de ANDJE respectivamente y que ya se explicaron 
páginas atrás. 
Debido a las falencias que presenta este sistema de defensa jurídica, se propone a través de 
este análisis investigativo, que la ANDJE debe tener la facultad para calificar la conducta del 
servidor público  así como poder establecer si hay merito o no para ejercer la acción, este cambio 
propende por vencer el vicio de parcialidad que rodea el actuar de los Comités de Conciliación. 
Sin embargo, este cambio debe efectuarse de manera paulatina, es decir, en la medida en 
que la ANDJE vaya adquiriendo mayor capacidad de gestión en esta materia, atribuirle a esta la 
función de calificar el mérito de iniciar o no la acción de repetición, función que les corresponde 
a los Comités de Conciliación; esto, en principio para los asuntos de entidades nacionales que se 
ubiquen dentro de los criterios de selección, y luego para todos los casos de entidades del orden 
nacional, sin filtrar estos casos en dichos criterios. 
Asimismo, en cuanto a la acción judicial, se realiza una distinción entre las entidades de 
orden nacional de  relevancia para el Estado y las entidades de orden nacional que no tienen 
relevancia. En el primer caso, la ANDJE debe actuar judicialmente; mientras que en el segundo 
caso se debe brindar asesoría y acompañamiento a los abogados  en los procesos judiciales de  
acción de repetición; de igual forma se deberá hacer esta distinción de relevancia entre entidades 
de orden territorial, es decir, aplicar los criterios de selección en los casos de repetición de estas 
últimas entidades. 
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Ahora bien, con respecto a las entidades de orden territorial, para un eficaz ejercicio de la 
repetición, estas también deben ser objeto de intervención por parte de la ANDJE, pero 
ciñéndose a lo estipulado en el orden nacional en cuanto a la calificación de la conducta de los 
servidores públicos,  y en cuando al criterio de selección para establecer en que entidades 
territoriales se debe enfocar la ANDJE, debe basarse  principalmente en el registro de  las 
condenas más cuantiosas y repetitivas en las entidades territoriales, de tal manera que la 
intervención de la Agencia en estas entidades sea más intensa, dado que actualmente, esta 
intervención es débil, porque en primer lugar, no se le notifica a la ANDJE la decisión de ejercer 
la  acción de repetición, además es facultativo de la entidad territorial solicitar ayuda a la ANDJE 
judicialmente  cuando lo crean conveniente a través  de convenios interadministrativos o de 
otorgamiento de poder conforme  al parágrafo 1, artículo 6 del Decreto 4085  de 2011. 
Esta propuesta de solución, se resume en el siguiente cuadro: 
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Cuadro 3. Propuesta de solución 
 
Controversia de conducta de 
servidor público de orden: 
Comités de conciliación y 
defensa judicial de entidades 
estatales 
ANDJE 
Nacional con relevancia para el 
Estado 
-No tiene función 
 








Territorial con relevancia -Actúa judicialmente 
 
 
-Toma la decisión de repetir 
-Acompaña, asesora  y brinda 
recomendación particulares a las 
entidades públicas en las 
actuaciones judiciales. 
Territorial -Toma decisión de repetir 
-Actúa judicialmente 
Brinda recomendaciones de 
carácter general. 
 
Todo lo expuesto en el cuadro anterior, se hará con ayuda del sistema de información 
litigiosa, allí las entidades públicas consignan la información correspondiente a todos sus asuntos 
jurídicos entre ellos la repetición, y la ANDJE obtendrá información sobre las condenas de todas 
las entidades estatales de orden nacional y de las entidades de orden territorial, siendo este el 
criterio relevante para determinar la clase de intervención judicial que hará la ANDJE en las 
entidades públicas, es decir, si participa activamente en el proceso judicial o simplemente 
asesora. 
En este cuadro, se observa también que las entidades territoriales cuyas condenas no son 
relevantes, o lo que es lo mismo, no son extremadamente cuantiosas, siguen conservando la 
facultad de decidir la interposición de la acción de repetición a pesar de que se ha dicho que esta 
decisión se toma de forma imparcial, esto es así porque si dichas entidades, no encajan dentro de 
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los criterios de selección, es porque no representan una disminución significativa del erario 
público. 
Actualmente, la actuación del sistema general de defensa jurídica del Estado, en cuanto al 
resto de las etapas del ciclo de defensa, es decir en todas menos en la repetición, como lo 
mencionamos en los capítulos precedentes, ha demostrado una notable mejoría con una tasa de 
éxito para el año 2016 de 63,64%  en la defensa de las entidades públicas lo que ha evitado 
cuantiosas condenas en su contra. 
Conforme a esto, disminuido el número de condenas contra las entidades públicas, 
claramente también se reduce el número de acciones de repetición, esta tasa de éxito sigue 
creciendo, pues para el año 2014 fue de 43.7% (El Tiempo, 2015b) lo que ocasiona que con el 
tiempo disminuya aún más el número de condenas, volviéndose más factible y manejable la 
gestión de la ANDJE en la acción de repetición como la toma de decisiones de repetir y su 
actuación en sede judicial que conforme a la solución que se propone, recaería sobre la ANDJE. 
Así, habiendo menos acciones de repetición, la desconcentración de la ANDJE deberá 
llegar a mas entidades territoriales, incluso, siguiendo esta tendencia de la defensa en las etapas 
de prevención del daño antijurídico, prejudicial y judicial, abría poco mérito para ejercer la 
acción de repetición, de esta manera, la ANDJE tendrá la capacidad para abarcar la toma de 
decisión de interponer la repetición de todas las entidades estatales y poco a poco, la 
representación judicial de cada una de ellas, hasta que pudiere recaer netamente la figura de la 
repetición sobre la ANDJE, incluyendo las labores tendientes al llamamiento en garantía con 
fines de repetición, lo que no es imposible, ya que como se observó en el capítulo pertinente, en 
países como Chile, la defensa jurídica estatal es netamente concentrada y es uno de los modelos 
más eficientes de América latina, con una tasa de éxito del 97% 
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De todo lo anterior, la propuesta para el mejoramiento de la acción de repetición desde el 
sistema integral de defensa jurídica del Estado es la concentración de la defensa jurídica de la 
ANDJE solo en materia de repetición sin desligar el modelo hibrido de defensa jurídica estatal; y 
la desvinculación de los comités de conciliación y de las mismas entidades, de las funciones 























En esta tesis se formuló una propuesta para el mejoramiento de la acción de repetición 
desde el Sistema de Defensa Jurídica del Estado del cual se concluyen los siguientes aspectos: 
 
 Del análisis que se hizo de la figura de la acción de repetición en Colombia, se evidenció 
que su evolución parte de una larga trayectoria en la que se logró reconocer en distintos periodos 
de tiempo la responsabilidad del Estado y de los funcionarios públicos, partiendo en principio de 
una total irresponsabilidad de estos, pasando por una responsabilidad parcial, hasta establecerse 
que los agentes estatales deben responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que 
ocasionen, esto a través de la acción de repetición.  
 En Colombia este medio de control se regula mediante el artículo 90 de la Constitución 
Política y la ley 678 de 2001, donde se establece que mediante esta acción se pretende recuperar 
el dinero gastado por una entidad estatal a través de una condena o MASC, a causa de un daño 
antijurídico ocasionado con dolo o culpa grave de un agente estatal, sin embargo, a pesar de la 
bienintencionada finalidad que tiene esta acción, no ha obtenido los resultados esperados, ha sido 
ineficaz, pues en el año 2013, solo el 2.55% de la totalidad de los procesos en el Consejo de 
Estado, pertenencia a acciones de repetición; entre el 2011 y 2013 solamente se habían proferido 
85 sentencias en esa misma corte. 
  Asimismo, en los sectores de defensa, justicia y seguridad que son los que se ven más 
inmiscuidos en procesos de responsabilidad, en el periodo entre 2010 y 2014 pagaron la suma de 
4 billones de pesos de los cuales solo tiene la mera expectativa de recuperar 800.000 millones. 
En algunos estudios sobre el tema se ha concluido que esta inoperancia de la repetición se debe 
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principalmente a la falta de objetividad de los comités de conciliación, quienes son los 
encargados de la decisión de interponer la acción de repetición; y la deficiente defensa de las 
entidades públicas en sede judicial por lo que el mismo Consejo de Estado les ha hecho un fuerte 
llamado de atención a las entidades por la manera descuidada y poco diligente de ejercer esta 
defensa; también inciden en la ineficacia de la repetición aspectos como la mora judicial, la 
insolvencia del responsable y la corrupción. 
 En el análisis que se hizo del Sistema Integral de Defensa Jurídica del Estado, se obtuvo 
que este surge de la necesidad de detener las cuantiosas demandas que cada vez más se 
incrementaban contra el Estado en las cuales este tenía una muy baja o nula tasa de éxito, debido 
al desordenado sistema de defensa operante en la época el cual era radicalmente desconcentrado, 
que consistía en que cada entidad ejercía su propia defensa a su parecer, y en el que se tenía un 
precario sistema de información litigiosa; a raíz de esto, comenzaron los esfuerzos por articular 
un sistema de defensa eficaz, y con base en el estudio de las experiencias internacionales, se 
adoptó un modelo de defensa jurídica híbrido, que es encabezado por un ente el cual se encarga 
de dirigir y coordinar a las demás entidades públicas en su defensa jurídica, por ello, en el año 
2011 se creó la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado quien se encarga de la gestión 
jurídica pública coordinando a las entidades públicas en su defensa a través de los comités de 
conciliación de estas.  
 Las funciones de la ANDJE en general radican en elaborar políticas para la prevención 
del daño antijurídico, e incentivar el uso de los MASC, también puede intervenir judicialmente 
en los procesos de responsabilidad contra el Estado, todo esto solo en cuanto a la defensa de los 
intereses de entidades del orden nacional. En cuanto a los comités de conciliación, estos son 
quienes se encargan de estudiar y formular políticas de prevención del daño antijurídico y 
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defensa de la respectiva entidad pública, siguiendo las pautas que para ello establece la ANDJE, 
de ahí la integralidad de este sistema de defensa jurídica actual. 
 Del análisis de las funciones de la ANDJE y de los comités de conciliación de las 
entidades públicas específicamente en materia de repetición, se observó en cuanto a la primera 
que esta se encarga de hacerle seguimiento a las decisiones de repetir de los comités de 
conciliación, e intervenir judicialmente en tales procesos, pero se evidenció como falencia que 
estas funciones solo operan para los asuntos que la ANDJE considere importantes de acuerdo 
con los criterios de selección de complejidad y recurrencia de los asuntos, es decir, brinda el 
acompañamiento para un limitado número de entidades públicas. En cuanto a los comités, se 
observó que estos tienen una función importante que es la de evaluar la conducta del servidor 
público y tomar la decisión de repetir, es allí donde nace la acción de repetición, pero se dilucidó 
que esto tiene una gran falencia pues quienes conforman los comités de conciliación son los 
mismos compañeros del agente sobre quién van a tomar la decisión de repetir, con quien además 
pueden haber lazos de amistad, políticos, o de subordinación lo que hace que se afecte en gran 
medida la objetividad de esa decisión de repetir ocasionando que simplemente no se repita y se 
pierda el dinero pagado por el Estado.  
 Por lo tanto, en esta tesis se propuso para el mejoramiento de la acción de repetición, que 
la ANDJE debe tener una intervención compleja en la acción de repetición,  debe tomar la 
decisión de repetir ya sea en las entidades públicas de orden nacional o territorial que revistan 
importancia, con excepción de las territoriales que no generen tal impacto que las demás, ya que 
esta propuesta debe adecuarse a la capacidad de gestión de la ANDJE  y por ello establecerse 
paulatinamente; asimismo la Agencia debe actuar judicialmente en todos los procesos de 
repetición de gran importancia para el Estado de acuerdo con su complejidad y recurrencia y 
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brindar recomendaciones ya sea particulares o generales a las entidades públicas según su orden, 
y lo que es lo mismo, los comités de conciliación no deben ejercer estas funciones que han sido 
mal desempeñadas. Esta propuesta, para un desempeño aún más óptimo de la acción de 
repetición, debe complementarse con otras investigaciones que deberían desarrollarse como el 
incentivo del uso del llamamiento en garantía con fines de repetición, o el estudio de una reforma 
estructural a la ley 678 de 2001 para que se estudien aspectos nefastos como la facultad de 
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